UNIVERSIDAD DE BUENOS AIRES
Tecnicatura en Administración y Gestión Universitaria
Docente: Juan Ignacio Doberti

Trabajos Prácticos de la Asignatura “ADMINISTRACIÓN FINANCIERA”

Textos:

De Pablo, J. C. “La Parábola del Gasto Público”. Revista Contexto. Abril 1999.

Oszlak, O. “El Garfio del Pirata”. Revista Oikos. Facultad de Ciencias Económicas. UBA. 1993.

Cuestionario

. ¿A que se refiere la el autor con la imagen del “garfio del pirata”?
. ¿Qué vínculo se establece entre la situación del tránsito y la intervención del estado?

. ¿Qué analogía se hace entre la isla de los pescadores y el rol del sector privado?

. ¿Cómo se defienden los pescadores ante el avance de los “no pescadores”?

. ¿Tienen perspectivas similares o contrapuestas ambos artículos?

Juan Carlos de Pablo
LA PARABOLA DEL GASTO PUBLICO

Una isla está poblada por 100 seres humanos, hombres y mujeres, ningún niño ningún anciano.

     
Cada día cada uno de ellos se interna en el mar y pesca 1 pescado, el cual constituye su único alimento. Cierto día uno de ellos, en vez de salir a pescar, se queda en la isla, para hablar con Dios. Los demás lo designan obispo y cuando los 99 regresan de pescar él les habla.

     
Otro día no solamente el obispo no salió a pescar sino que otro de ellos, en vez de salir a pescar, se queda en la isla, cuidando la ropa de los ahora 98 pescadores. Los demás lo designan policía.

     
Otro día, además de todo lo anterior, otro habitante de la isla, en vez de salir a pescar, se ocupa de evitar los incendios. Los demás lo designan bombero. Y así sucesivamente aparecen el maestro, el asesor, el periodista, la psiquiatra, el artista, el peluquero, el economista, etc.

     
¿Están mejor o peor, a lo largo del tiempo, quienes en la referida isla siguen siendo pescadores?

     
Los habitantes tenían originalmente a su disposición 100 pescados por día. Luego tuvieron 99 pescados y un sermón. Más tarde 98 pescados, un sermón y ropa a resguardo. Posteriormente 97 pescados, un sermón, ropa a resguardo y sistema contra los incendios. Y así sucesivamente.

     
Insisto: ¿están mejor o peor, a lo largo del tiempo, quienes siguen siendo pescadores? La respuesta, naturalmente, depende de cómo fue el proceso decisorio por el cual, en dicha isla, hay siempre la misma cantidad de seres humanos, pero hay cada vez menos pescadores, por consiguiente menos pescados, y más de "otras cosas" (sermones, seguridad, instrucción, esparcimiento, asesoramiento, etc.).

     
En Crisis bancarias y Convertibilidad. Los sistemas financieros ante los problemas de la globalización (Asociación de Bancos Argentinos, 1998), Armando P. Ribas ofrece una contundente respuesta: están peor.

     
Porque los pescadores no quieren sermones, ni seguridad, ni lucha contra incendios, y mucho menos asesoramiento económico; ni qué hablar sobre cursos sobre cómo pescar, o tener que negociar con quienes ya no pescan, sobre cuánto y cómo pescar.

     
¿Quién decidió que algunos de los 100 habitantes dejara de pescar para hablar con Dios, cuidar la ropa, etc.? El Congreso, el Presidente, etc. ¿Pero no son ellos los representantes "del pueblo"? En la tesis de Ribas el Congreso, el Presidente, etc., representan a los grupos organizados, al introducir legislación que los favorece, pero a costa del resto de la población. Siguiendo con la parábola, son los representantes de los obispos, los policías, los bomberos, etc. (además de ser los representantes de ellos mismos), porque obligan a los pescadores a que repartan entre todos, los cada vez menos pescados.

     
Los pescadores no pueden, con su voto, cambiar al Congreso, porque todos los diputados y senadores votan igual. ¿Qué hacen, entonces, para "zafar", aunque sea parcialmente? Pescan menos, porque tienen menos incentivos; se mudan a otras islas; o tratan de neutralizar las medidas redistributivas en favor de los obispos, policías, bomberos, etc., aumentando el precio del pescado (para licuar el efecto redistributivo) o endeudándose (esperando que la redistribución la pague el extranjero o una eventual licuación de pasivos).

     
Como cualquier esquema simplificado, esta parábola se puede perfeccionar en más de un sentido: 1) ¿quién se ajusta el día que el cardumen se va para otro lado, y sólo la mitad de los pescadores logra pescar? En otros términos; ¿quién come menos ese día, los obispos, policías, economistas, etc., o los pescadores?; 2) ¿quién se apropia de la mayor pesca a partir del día en que, por mayor destreza o inversión, los pescadores extraen más pescados; los propios pescadores, o todos quienes están en la orilla esperando que ellos regresen con la pesca, para extraer lo que exigen los "requerimientos políticos y sociales"? (cualquier parecido con Argentina 1999 no es mera coincidencia).

    
Volvamos a la par bola original. Un día la isla es visitada por el Fondo Monetario Internacional, los economistas monetaristas, los ortodoxos, etc. Los cuales, a través de sus recomendaciones, aplican todo su saber para tratar de evitar que los pescadores puedan eludir (o evadir) las medidas adoptadas por el Congreso en contra de ellos y a favor de los obipos, policías, bomberos, etc. En otros términos: todo el saber económico, en vez de ponerse del lado de los pescadores, se pone del lado de los obispos, policías, etc. ¿Es esto sensato; no corren el riesgo de quedarse sin pescadores?

     
Esta presentación de la cuestión del gasto público capta la esencia del problema institucional que enfrentan los pescadores. No voy a cometer la exageración de decir que ellos son los únicos que "producen", y que el obispo, el policía, el bombero, etc., son "parásitos". Pero la presentación enfatiza el hecho de que si las demandas de cada uno de los seres humanos son tales y tales, la oferta de esfuerzo laboral y de inversión tiene que tener correspondencia con dicha estructura de la demanda.

     
Déjeme volver a exagerar: en un mundo donde todos seamos obispos, policías, bomberos, etc., mejor que nos acostumbremos a no comer, porque en dicho mundo ya nadie va a ser pescador. 

     
Todo este análisis, cuando los economistas hablan entre sí, se expresa en términos de gasto público, déficit fiscal, tasa de interés y tipo de cambio real, etc. Pero sería una lástima que, por razones de terminología, se oscureciera la esencia de la cuestión.

Oscar Oszlak

EL GARFIO DEL PIRATA
La luz del semáforo se ha apagado súbitamente.
Imaginemos la escena. El cruce de las dos avenidas está ahora librado a la racionalidad individual de cada peatón, de cada automovilista, de cada conductor de autobús, camión o ambulancia. No más luces de colores que guíen alternadamente sus movimientos. No más limitaciones a la capacidad colectiva de las personas para fijar sus propias reglas sobre una materia tan banal como cruzar una calle.
Tratarán de hacerlo ordenadamente. Primero, las mujeres, los ancianos y los niños; luego, el resto de los peatones. Sólo después cruzarán los vehículos, alineados en filas que respeten diferentes velocidades, comenzando por aquellos que circulan de derecha a izquierda de los oíros. Por supuesto, cederán el paso a las ambulancias, a los bomberos y a los peatones discapacitados que se hubieran demorado en el cruce. Nadie intentará "ganar de mano” a los demás ni aprovechará el porte de su rodado para apresurar la operación de cruzar. Traslademos ahora nuestra imaginación hacia otro tema. Supongamos que la reforma del estado se ha completado. Se han vendido todas las empresas públicas previamente existentes. Aunque se han formado algunos monopolios naturales en manos privadas, ninguna de las empresas privatizadas tiene motivos para operar fuera de las normas que dicta la sana competencia. Se ha desregulado totalmente el funcionamiento de los mercados y transferido al sector privado la prestación de todos los servicios públicos, incluyendo la recolección de residuos, la gestión de fondos jubilatorios y la reclusión de delincuentes. Se han transferido a los gobiernos locales todas las responsabilidades de la gestión administrativa y se les ha otorgado la capacidad de recaudar sus propios recursos. Comités vecinales trabajan en estrecha colaboración con raleadas dotaciones de funcionarios municipales y ejercen un estrecho control sobre su gestión.
El estado nacional ha visto reducidas sus funciones a la administración de justicia, la defensa, las relaciones exteriores, la conducción del sistema educativo y la promoción de la salud. La defensa del medio ambiente, la investigación, el desarrollo regional y la promoción de exportaciones, son ahora materia de gestión propia de Organizaciones no Gubernamentales (ONGs) y empresas especializadas privadas.
El número de ministerios se ha reducido a cinco. La dotación de funcionarios a la cuarta parte del número existente al comienzo de la reforma. Los pocos trámites que deben realizar los ciudadanos se procesan en pocos minutos, utilizando modernos equipos computadorizados. Son atendidos con deferencia por auténticos profesionales, que han sido incorporados a través de un sistema de reclutamiento basado estrictamente sobre el mérito y que perciben retribuciones comparables con las del sector privado.
Satisfechos ciudadanos cumplen estrictamente con sus obligaciones fiscales, que han sido reducidas como consecuencia del menor costo requerido para mantener el estado. El mercado regula automáticamente la oferta y la demanda, los precios, el empleo, las tasas de interés y el valor de las divisas. Los empresarios, estimulados por las nuevas condiciones contextúales, invierten, producen y negocian, estimulando el crecimiento económico. Mejora la distribución del ingreso y cada ciudadano, cada familia, está en condiciones de procurarse bienes y servicios a menor costo y gozar de mayor bienestar.
Visiones utópicas de este tipo, que han alimentado las fantasías de muchos reformadores sociales, impulsan hoy en día los esfuerzos de transformación del estado y la sociedad. Algunas de las premisas en que se fundan -la hipertrofia del estado, la asunción por el mismo de funciones innecesarias, su excesivo grado de centralismo- son en muchos casos ciertas. Otras, como las relativas al comportamiento esperado de los agentes sociales y estatales frente a cambios deliberados en las reglas de juego que gobiernan sus relaciones, no resisten el menor test. Sin embargo, estas concepciones están imponiéndose en los países más diversos, sin importar demasiado sus particulares condiciones socio-económicas, políticas o culturales.
Los resultados de estos afanes reformistas son todavía inciertos y contradictorios. En todo caso, las acciones desplegadas en las experiencias en cürso no parecen conducir a las utopías imaginadas. Por cierto, resultaría estéril establecer reglas de juego incompatibles con la naturaleza humana, como las que suponen que en ausencia de un semáforo, peatones y conductores regularán sus movimientos observando una jerarquía de valores y un código de conducta que privilegian el desinterés individual y el respeto al interés del prójimo. No son éstas las reglas que gobiernan ni el “mercado” de peatones y automovilistas ni el mercado económico. Y aunque el discurso neoliberal dominante nos indique que la maximización del interés individual maximiza el interés colectivo, sabemos de sobra que si pretendemos maximizar nuestro interés personal como “automovilistas-cruzadores-de-avenidas”, sólo contribuiremos a un caótico congestionamiento de tránsito. Peor aún (y parafraseando la cita de M. Camdessus), si somos débiles peatones y el tránsito es totalmente abandonado a la decisión de los motorizados, corremos el riesgo de ser pisoteados. No han sido pocos los momentos de la historia económica contemporánea en que los países han pendulado desde posiciones que privilegian la iniciativa individual a posiciones estatizantes a ultranza. Ahora, el movimiento pendular opuesto se está difundiendo. Pero así como las sociedades hiperestatizadas han demostrado su inviabilidad histórica, es altamente probable que lo mismo ocurra con las sociedades desestatizadas. La utopía leninista de extinción del estado en el tránsito al comunismo no pudo concretarse en los “socialismos reales”; más bien, se manifestó en su opuesto: un estado hipertrofiado e ineficaz. La utopía del liberalismo extremo, que proyecta igualmente el desmantelamiento del estado en el tránsito hacia la plena vigencia del mercado, puede también llegar a derrumbarse frente a la incapacidad de este último para interponer -en los términos de O’Donnell- límites negativos a las consecuencias socialmente disruptivas del patrón de acumulación que tiende a imponerse bajo condiciones económicas salvajes. Los automovilistas irresponsables y los capitalistas voraces sólo observan la ley de la selva, a menos que algún semáforo -por tenue que sea su luz- continúe encendido.
Para ello, las nuevas fronteras que se están dibujando entre la sociedad y el estado deben preservar para este último un territorio y un papel irrenunciables: un ámbito de intervención y un rol conciliador entre las demandas de estabilidad, crecimiento y equidad en las que se funda, desde sus orígenes, el orden capitalista. La redefinición de reglas de juego entre ambas esferas no debe implicar la desaparición del estado. Sin duda, su transformación cualitativa y cuantitativa será inevitable, pero la continuidad de su existencia y la posibilidad de que siga desempeñando un papel socialmente relevante y deseable, requerirán que el propio proceso de transformación esté inspirado en una concepción que rechace, simultáneamente, las nociones antitéticas acerca de la inevitable supremacía del mercado sobre el estado, o la de éste sobre aquél.
La experiencia cotidiana nos enseña que en el “mercado” del tránsito, los poderosos, los audaces, los irresponsables, siempre consiguen sus objetivos, a despecho de los más débiles, de los desamparados o de los obedientes observadores de las reglas. En el tránsito hacia el mercado ocurre algo parecido: un creciente tendal de víctimas, inermes frente al “sálvese quien pueda” impuesto por los más fuertes, queda a la vera del camino. Al parecer, ni el “puño de hierro” de los desaparecidos socialismos, ni la “mano invisible” del nuevo milenio mercadista (que a veces se asemeja a un afilado garfio), probaron ser capaces de regular las conductas sociales en un sentido que permita preservar y conciliar el orden, el progreso material y el bienestar para todos que exige la convivencia civilizada. Tal vez no sean “puños” ni “manos”, sino cabezas bien plantadas, lo que haga falta para lograr este supremo objetivo.
Texto: El Dilema del Prisionero
Cuestionario

¿Qué alternativas tienen los prisioneros y qué consecuencias les generan?

¿A los prisioneros les conviene tener conductas cooperativas o egoístas?

¿Qué ejemplos sociales se le ocurren en los que se planteen dilemas similares?

El dilema del prisionero

Veamos el siguiente caso. Dos prisioneros se encuentran encerrados en celdas separadas acusados de algún delito. Ambos van a ser interrogados por separado por sus carceleros. Cada uno va a ser preguntado por la culpabilidad del otro. Cada preso puede optar por "Colaborar" con el otro, asegurando que el compañero se encuentra injustificadamente en la cárcel, o "Defraudar" acusándole. Durante todo el proceso la comunicación entre ambos es imposible.
Existen por tanto cuatro posibilidades, que ninguno defraude, que lo hagan los dos, que lo haga el primero o el segundo. 
	Si…
	…entonces

	el jugador 1...
	y el jugador 2...
	el jugador 1 recibe de cárcel...
	y el jugador 2 recibe de cárcel...

	Coopera
	Coopera
	3 años
	3 años

	Coopera
	Defrauda
	15 años
	0 años

	Defrauda
	Coopera
	0 años
	15 años

	Defrauda
	Defrauda
	15 años
	15 años


Cada prisionero recibe un castigo premio en función de esta tabla. Supongamos que somos el jugador 2. Si el jugador 1 defrauda, es indiferente lo que hagamos, ya que recibiremos el castigo. Pero si el jugador 1 coopera con nosotros, el premio recibido es mayor si nosotros a su vez le defraudamos a él. En resumen, haga lo que haga el jugador 1, para el jugador 2 lo mejor es defraudar. Y lo mismo ocurre para el jugador 1: haga lo que haga el jugador 2, lo mejor es defraudar. 

Ya que las decisiones son independientes, y dado que el objetivo de cada uno es lograr el máximo beneficio personal, lo racional es defraudar. Pero si los dos se comportan racionalmente, ambos recibirán el castigo más alto.
Texto:

Mochón, F. y Beker, V. “Economía. Principios y Aplicaciones”. Páginas 220 a 222.
Cuestionario

¿Por qué los mercados de la salud, de las compañías de seguros y de los autos usados difieren de los mercados perfectamente competitivos?
¿Cómo se aplican en estos casos los conceptos de falta de información, asimetría de información, riesgo moral y selección adversa?
El Riesgo Moral y el Mundo de la Salud Pública

En la relación entre proveedor (el médico) y asegurado (el paciente)

Esta asimetría hace referencia a la escasa información que posee el paciente con respecto a la que posee el médico sobre el diagnóstico, los tratamientos alternativos, resultados esperables y costos entre distintos proveedores.
En el caso de honorarios por prestaciones médicas, el pro​veedor tendría incentivos para manipular tal información a favor de la compra de otros servicios -los de curación o tratamiento—, que daría como resultado una ineficiencia económica, pues el paciente estaría dispuesto a pagar por el diagnóstico más veraz y el tratamiento más efectivo y menos costoso, pero no posee tal información. La reali​dad es que, cualquiera sea la forma de remuneración del proveedor, este siempre tenderá a explotar la diferencia de información.
En cualquier caso, este monopolio de la información por parte del médico no debería tampoco exagerarse; en pri​mer lugar, porque, en teoría, la existencia de una minoría significativa de pacientes relativamente informada puede ser suficiente para disciplinar el mercado y, en segundo lugar, porque la relación entre médico y paciente suele ser personal y no contractual, y depende del conocimien​to mutuo y la aceptación de derechos y responsabilidades reforzados por normas tradicionales. Así, el cumpli​miento de las normas deontológicas que han prevalecido desde siempre cumple una función supletoria que no hay que olvidar.
Entre asegurado y aseguradora

Es muy posible que los individuos con seguro médico tiendan a abusar de los servicios asistenciales más de lo que sería socialmente deseable. Así, el paciente asegurado que se enfrenta a un precio cero en el momento de hacer uso de tales servicios, demandará probable​mente más atención que la deseada en el caso de no estar asegurado, sobre todo cuando fingir o magnificar una enfermedad lleva aparejado el seguro adicional de incapacidad temporal y el no trabajar. La causa de este abuso por parte del asegurado radica en que solo éste posee información adicional sobre la intensidad de sus molestias y sufrimientos, la cual resulta difícilmente verificable por el facultativo. En efecto, existe un amplio rango de dolencias que no son fáciles de comprobar por el médico y están, sin embargo, cubiertas por el seguro. La mayoría de los sistemas públicos de salud actuales combinan un seguro prácticamente total con una falta de incentivos de los proveedores para actuar como agentes de la aseguradora en el control y detección de los fraudes -las remuneraciones de los médicos están poco relacio​nadas con el volumen de gasto gestionado por éstos-, por lo que este problema de riesgo moral se acentúa con la intervención pública, que difícilmente podría solucio​narlo mejor que el libre mercado. Las soluciones más usuales que el libre mercado posee frente a este tipo de problemas suelen basarse en la contratación de seguros parciales que hagan recaer parte del costo de la contin​gencia de enfermedad sobre el propio asegurado.
Las Compañías de Seguros y la Selección Adversa
Las consecuencias de la información imperfecta quedan plasmadas en las compañías de seguros, ya que aunque estas intentan obtener la mayor información acerca de los riesgos que pueden correr sus asegurados y evaluar la potabilidad de que sufran un siniestro, la información obtenida nunca es completa. El asegurado no le dirá a su compañía, por ejemplo, que es un conductor temerario o que padece una grave enfermedad -si está contratando un seguro de vida-, por lo que resulta prácticamente imposible fijar de manera individualizada la cuantía de la póliza.
Las aseguradoras saben que existen dos categorías de asegurados, los considerados de alto riesgo y los de bajo riesgo, pero no pueden detectar cuál de ellos pertenece a cada grupo, lo que hace surgir el problema de la selección adversa. A su vez, cualquier compañía desearía captar tanto a los clientes de bajo riesgo como a los de alto riesgo -siempre que les cobrara una prima suficiente a éstos últimos-, pero en la mayoría de los casos no hay forma de identificarlos.
Aunque las aseguradoras intentan acotar riesgos mediante un tratamiento discriminado de distintos grupos, como en caso de las primas cobradas a los conductores menores de 25 años, en muchas ocasiones esto resulta imposible, por lo cual deben cobrar pólizas de igual cuantía a todos los clientes que contraten un determinado tipo de seguro.
Una compañía de seguros no tendrá ni beneficios ni pérdidas cuando el pago medio de siniestros sea igual al cobro de las primas, es decir, cuando los resultados se encuentren sobre la línea OA (puntos donde se equilibran siniestros y pólizas, en la figura adjunta).
Si el resultado de la compañía queda por debajo de la línea OA, en B, por ejemplo, se obtendrán beneficios; por el contrario si se sitúa en C, el pago medio de siniestros será más elevado que el cobro de pólizas y el resultado arrojará pérdidas.
Si la compañía se encuentra en el punto B, en el que se obtiene un beneficio, y decide subir las primas, los asegu​rados que se sienten relativamente libres de riesgo, es decir, los considerados de bajo riesgo, se verán desincentivados a seguir contratando la póliza y decidirán no suscribir el seguro; de esta forma el porcentaje de personas de alto riesgo se elevará con respecto al de las de bajo riesgo, produciéndose relativamente más pagos de siniestros que cobros de pólizas, lo que llevará a la compañía a situarse en el punto C, fuera de la línea de viabilidad. Estaremos aquí ante una situación de selección adversa, ya que a medida que aumentan los precios se incrementan las pérdidas.
Las compañías de seguros y la selección adversa
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La compañía de seguros no tendrá ni beneficios ni pérdidas cuando el pago medio sea igual al cobro de las primas. En B obtendrá beneficios y en C pérdidas.
El Mercado de Autos Usados
Un mercado al que generalmente se recurre para explicar las consecuencias de la información imperfecta es el de los automóviles usados. El punto de partida es tratar de comprender por qué un automóvil que se ha usado solo dos o tres meses se vende entre un 15% y un 25% menos que uno nuevo, cuando lógicamente no se ha deteriorado tan rápido. Aunque el placer de estrenar mi coche tenga un valor para el consumidor, la verdad es que luego de dos meses no se lo puede considerar realmente usado.
Supongamos que compramos un auto nuevo por 50.000 pesos, recorremos con él 1.000 kilómetros y decidimos que, en realidad, no lo queremos. El auto​móvil no tiene ningún problema: funciona muy bien y satisface todas nuestras expectativas. Simplemente pensamos que podríamos prescindir de él y que haríamos mejor en continuar utilizando la moto, tal como venía​mos haciendo. Decidimos, pues, venderlo. ¿Cuánto es de esperar que obtengamos por él? Es probable que no más de 40.000 pesos, aunque sea prácticamente nuevo -pues solo ha recorrido 1.000 kilómetros- y tenga una garantía transferible a otro dueño.
¿Por qué disminuye tanto el valor de un automóvil por el mero hecho de que sea usado? Para responder a esta pregunta, pensemos en lo que nos preocuparía a nosotros mismos como posibles compradores. Nos pre​guntaríamos por qué está en venta, si tiene algún pro​blema; quizá sea un “cascajo”.
La respuesta es que los automóviles usados se ven​den por mucho menos que los nuevos porque existe in​formación asimétrica sobre su calidad: el vendedor sabe mucho más sobre el vehículo que el posible comprador.
Si bien este puede contratar a un mecánico para verifi​car que esté en buenas condiciones, el vendedor es quien lo ha utilizado durante más tiempo y lo conoce mejor. Por otra parte, el simple hecho de que el automóvil esté en venta indica que puede ser un “cascajo”.
Téngase en cuenta que hay automóviles (incluso den​tro de la misma marca y modelo) que son peores que otros, y algunos resultan ser un “clavo”. Pueden tener defectos ocultos que solo son conocidos por el dueño y, como este sabe que ha tenido mala suerte, después de un cierto tiempo, desea desprenderse del coche. Lógica​mente, los que están más deseosos de deshacerse del ve​hículo son aquellos que adquirieron los de peor calidad; por lo tanto, estarán dispuestos a venderlos a un precio menor. Por el contrario, ante una baja del precio, aque​llos que han adquirido autos de mejor calidad decidirán que no vale la pena venderlos y se quedarán con ellos.
La selección adversa y el mercado de autos usados
Este proceso implica que cuando baja el precio empeora la calidad media de los coches que se siguen vendien​do en el mercado de segunda mano. En otras palabras, cuando baja el precio se produce un efecto de selección adversa, en el sentido de que la combinación de las per​sonas que deciden vender cambia negativamente a me​dida que baja el precio.
Tiene lugar un efecto de selección adversa cuando, al bajar el precio, empeora la calidad media de los bienes vendidos.
En términos del modelo de oferta y demanda de autos de segunda mano, la consecuencia del efecto de selección adversa se concreta en la forma de la curva de demanda. Como muestra la Figura 10.5, la curva de demanda de autos usados puede tener tanto pendiente positiva como negativa. A lo largo de un tramo, con​forme baja el precio, la cantidad demandada aumenta (tramo AB). En este punto (B) el precio de mercado es demasiado bajo como para que se pongan en venta automóviles de buena calidad, por lo que los consumi​dores están dispuestos a pagar un precio mayor con tal de obtener un automóvil de buena calidad (tramo BC). Aparece así un segmento de la curva de demanda con pendiente positiva.
Como hemos indicado, el comportamiento del mer​cado de coches de segunda mano se explica porque los vendedores tienen más información sobre el producto que los compradores, es decir, porque hay información asimétrica. Una de las consecuencias es que en los mercados caracterizados por información asimétrica suele haber muchos menos compradores y vendedores que hubiera información perfecta. En economía se utiliza el término estrecho para hacer referencia a los merca​dos en los que hay relativamente pocos compradores y vendedores. Precisamente, el de coches usados es un mercado estrecho, pues los consumidores, ante el riesgo de comprar un auto del cual su dueño se desprendió porque le daba muchos problemas, es decir, porque era “clavo”, y no porque le guste cambiar frecuentemente de auto, simplemente deciden no comprar.
En los mercados caracterizados por información asimétrica suele haber menos compradores y vendedores que en aquellos donde hay información perfecta.
El ejemplo de los autos usados muestra que la formación asimétrica puede provocar una falla en el mercado. En un mundo ideal en el que los mercados funcionaran perfectamente, los consumidores podrían elegir entre los automóviles de mala calidad y los de buena calidad. Algunos optarían por los de mala calidad porque cuestan menos, mientras que otros preferirían pagar más por los de buena calidad. Desgraciadamente los consumidores no pueden averiguar con facilidad la calidad de los automóviles usados antes de comprarlos, por lo que su precio baja y los de buena calidad son expulsados del mercado.
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La curva de demanda de autos usados puede llegar a tener pen​diente positiva, pues la demanda depende no solo del precio sino también de la calidad.
 Artículo publicado en Clarín, viernes 8 de mayo de 1998 con el título “¿Por qué el Estado no previene las catástrofes?” 

EL ESTADO CATASTRÓFICO
Oscar Oszlak

Mucha gente se pregunta en estos días por qué el Estado no consigue articular los esfuerzos que se requieren para prevenir y superar las consecuencias de las catástrofes. La pregunta, suscitada hoy por las inundaciones, puede ser igualmente aplicable a atentados terroristas, estallidos de polvorines o accidentes aéreos. Para empezar a responderla, es preciso saber si el desastre es previsible, evitable y/o superable. Un huracán no puede evitarse, una inundación sí. Y esto es fundamental a la hora de establecer la responsabilidad del Estado frente a la catástrofe. Su rol exige capacidades para anticipar el fenómeno, contenerlo y reparar sus consecuencias rápida y eficazmente. Cada una de estas capacidades tiene requisitos técnicos propios. No es lo mismo organizar un sistema de alarma preventivo, realizar obras de infraestructura para contener, canalizar o escurrir las aguas o montar un operativo de socorro a las víctimas cuando la magnitud del desastre supera todos los pronósticos. Son distintos los tiempos, los actores que intervienen en cada caso, sus modalidades operativas o la visibilidad, costos y eventual capitalización política de sus acciones.

Con este menú de variables, intentaré una respuesta a la pregunta inicial utilizando dos metáforas. Primero, para que un resultado cualquiera se produzca, “alguien” debe irse a la cama con el problema y amanecer convencido de que es su responsabilidad resolverlo; si es tarea de todos, termina no siéndolo de nadie. Segundo, si el resultado exige la articulación de esfuerzos colectivos, los actores deben estar dispuestos a compartir éxitos o fracasos y a salir en la foto colectivamente, sin otra especulación que el cumplimiento del.deber. 

Los expertos, que salen a la luz cuando ocurre el desastre, insisten en que tanto las inundaciones “palangana” como las resultantes de desbordes fluviales, pueden anticiparse generalmente con bastante tiempo. No puede saberse por dónde pasará exactamente un tornado pero sí cuánto tardarán en “bajar” las aguas de una crecida hasta cada punto del curso de un río. Proporcionar esta información es tarea de servicios hidrológicos, meteorológicos y satelitales. El problema es qué hacen con la información quienes deben adoptar las medidas de contención y socorro. 

La recurrencia de los desastres naturales debería decidir a los responsables gubernamentales a planificar y ejecutar en el mediano plazo las obras de infraestructura recomendadas por los especialistas. Pero estas obras nunca ocupan un lugar privilegiado en la agenda estatal, desplazadas por otras cuestiones que responden a presiones de sectores más poderosos y organizados que los futuros e ignotos inundados o a consideraciones de rédito político inmediato. Menos aún, cuando el corte de cintas de la obra podría producirse en un espléndido día de sol y con sequía. Por otra parte, la catástrofe natural tiene una connotación casi religiosa. La gente puede atribuirla en parte a la obra de la Providencia y, por lo tanto, la responsabilidad humana pierde entidad frente al castigo divino, que por algo habrá sido. Así, todos logran conciliar el sueño porque nadie se va a la cama torturado por el problema irresuelto.

En ausencia de las obras “humanas”, numerosos actores estatales y civiles deben coordinar acciones para mitigar las consecuencias del desastre. Es en la emergencia  donde la capacidad o incapacidad reparadora de las instituciones, la grandeza o la “chiqueza” de los hombres, adquieren máxima exposición pública. ¡Si no supieron anticipar o contener, al menos deberían poder reparar, sin la interferencia de intereses espurios! 

Sin embargo, también en este caso prevalecen la mezquindad y la inoperancia. Los “cotos de caza”, las “quintas” inexpugnables, la lucha denodada por conservar y ganar espacios a costa de los demás, se imponen como estilos de la acción. Con la visibilidad de una platea abierta al país entero, nadie está dispuesto a “aparecer en la foto” simplemente como uno más. La motivación –casi nunca legítima- prevalece sobre la comprensión de la tarea que cada uno, singularmente, cree su deber realizar, con lo que la imprevisión e ineptitud alcanzan, por momentos, ribetes tragicómicos. Para colmo, el escenario se completa con los oportunistas de siempre, los que delinquen o simplemente medran políticamente con el dolor ajeno.

Frente al drama de las inundaciones, la movilización social espontánea y la esforzada labor de las instituciones civiles adquieren un valor excepcional. Pero esta labor se habría visto ampliamente multiplicada si el Estado hubiera cumplido un papel menos catastrófico. Esta nueva (y reiterada) experiencia, además del sabor amargo, nos deja algunas preguntas adicionales: ¿Cuándo deben incorporarse los desastres naturales como cuestiones prioritarias de la agenda estatal? ¿Sólo cuando los evacuados suman más que los que pisan tierra firme? ¿Cuando las imágenes televisivas son suficientemente dramáticas como para poner crudamente al desnudo la irresponsabilidad de los gobernantes? ¿Cuando los políticos descubren el posible filón electoralista que posibilita el protagonismo en la emergencia? ¿O cuando el ejercicio de responsabilidades políticas coincide, simplemente, con el cumplimiento del juramento que Dios y la Patria podrían demandar?

Bob Dylan se ha planteado preguntas similares en un tema ya clásico: “¿Cuántas veces debe un hombre oír hasta escuchar a la gente llorar? ¿Cuántos años debe un hombre cumplir hasta comprender que demasiada gente ha muerto? La respuesta, mi amigo, está soplando en el viento” 
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El Problema de la Banca Japonesa. 

¿Cuál es el problema principal que enfrentó la banca japonesa?

¿Por qué hubo una reticencia a reconocer los créditos fallidos?
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Burbujas y Fraudes Famosos: de Ponzi a Madoff

¿Qué es un esquema de Ponzi?

¿Los esquemas piramidales son esquemas de Ponzi?

¿Qué papel juega la confidencialidad?

¿Qué tiende a colapsar más rápido, un esquema de Ponzi o uno piramidal?

¿Qué pasó en el caso de Madoff?

El Problema de la Banca Japonesa.

Al igual que ocurrió con la Gran Depresión en los Estados Unidos, la vertiginosa disminución que experimentó el crecimiento de la producción en Japón a principios de los años ´90 impidió a muchas empresas devolver sus préstamos bancarios.

La situación empeoró por dos razones.

En la década de 1980, los bancos habían comenzado a perder a sus mejores prestatarios que eran las grandes empresas japonesas. Estas empresas se financiaban cada vez más emitiendo bonos en lugar de pedir préstamos a los bancos. Como consecuencia, los bancos habían concedido préstamos a prestatarios más arriesgados, algunos de los cuales iban a tener dificultades para devolverlos, incluso sin que hubiera una crisis.

Para empezar las cosas, muchas de las empresas habían utilizado el suelo como garantía (una garantía es cualquier activo que el prestatario promete entregar al banco si no devuelve el préstamo). El problema es que los precios del suelo se hundieron junto con el mercado de valores a principios de los años ´90. Como consecuencia, el valor de esas garantías también cayó.

En la gran depresión, los préstamos bancarios fallidos habían provocado una sucesión de quiebras bancarias y pánicos bancarios. De hecho, una de las lecciones de la gran depresión fue que, para impedir esos pánicos bancarios, los gobiernos deben garantizar los depósitos. Estados Unidos estableció el Federal Deposit Insurance en 1934 y la mayoría de los países crearon un sistema de garantías parecido, incluido Japón.

La garantía de depósitos resuelve un problema: eliminar el riesgo de los pánicos bancarios. Pero crea otros problemas, que se pusieron de manifiesto en la década de 1990. Para comprender cuáles son, pensemos en un banco que tiene el balance simplificado siguiente:

-En el lado del activo, tiene un préstamo de 100 dólares.

-En el lado del pasivo, tiene 50 dólares en depósitos.

-En el patrimonio neto del banco, la diferencia entre el activo y el pasivo, es igual a $100 - $ 50 = $ 50.


Supongamos ahora que el préstamo es fallido. La empresa a la que se le concedió no puede devolverlo. ¿Qué ocurre?

-El valor del préstamo ahora es cero. El banco debe liquidarlo. Aún debe 50 dólares en depósitos, pero no puede devolverlos. Por lo tanto, la garantía de depósitos debe pagar 50 dólares a los depositantes y el banco debe cerrar.

-Pero es improbable que eso ocurra. Para conservar su empleo, el director del banco puede aparentar que no ha pasado nada y que el préstamo sigue siendo bueno. De hecho, puede decidir prestar aún más a la empresa para que ésta pueda devolver el antiguo préstamo. De esa forma parece que las cosas funcionan con normalidad. Eso es claramente tirar el dinero, pero de esa manera el director gana tiempo y conserva el empleo, al menos durante un tiempo.

-Incluso los propietarios del banco pueden no oponerse. Si el banco cierra ahora pierden todo (el patrimonio neto es claramente igual a cero). Si existe la más mínima posibilidad de que la empresa se recupere y pueda devolver al banco lo que debe, pueden acabar teniendo un patrimonio neto positivo (esta práctica se conoce como apostar por la resurrección). Por lo tanto, aunque las probabilidades de que la empresa devuelva el préstamo sean muy bajas, es posible que el banco continúe prestándole.

-A los depositantes les da lo mismo lo que haga el banco. Sus depósitos están garantizados, haga lo que haga el banco. Es posible que incluso las autoridades reguladoras, si las hay, prefieran hacer la vista gorda: reconocer la existencia de préstamos fallidos y el hecho de que el banco deba cerrar puede ser malo para el banco: una vez más, es mejor esperar.


Consecuencia: es probable que los bancos renueven los préstamos fallidos o incluso concedan nuevos préstamos a las empresas malas a costa de las buenas. Y de esa forma, cuanto más tiempo pasa, más empeora el problema de los préstamos fallidos.


Eso es exactamente lo que ocurrió en Japón en la década de 1990. Hasta 1993, los bancos japoneses no revelaron ninguna información sobre sus préstamos fallidos en los libros de contabilidad. La cantidad total de los préstamos fallidos (declarados por los bancos) aumentó ininterrumpidamente, pasando de 12 billones de yenes en 1993 a 30 billones en 1998 y a 44 billones en 2001. Pero incluso esa cantidad es muy inferior a la verdadera. Según una estimación de la OCDE, el valor total de los préstamos fallidos era de 237 billones de yenes, lo que representa casi un 45% del PBI de Japón. Actualmente, están haciéndose progresos, pero Japón aún tardará en resolver su problema bancario.

Burbujas y Fraudes Famosos: de Ponzi a Madoff

Carlo Ponzi

El esquema Ponzi es una operación fraudulenta de inversión que implica el pago de prometedores o exagerados rendimientos (o utilidades). En realidad, esta estafa, consiste en un proceso en el que las ganancias que obtienen los primeros inversionistas son generadas gracias a nuevos inversores que caen engañados por las promesas de obtener grandes beneficios. El sistema sólo funciona si crece la cantidad de nuevas víctimas. Es una forma sofisticada de pirámide económica. El esquema fue orquestado por Carlo Ponzi quien en 1920 valiéndose de esta trama pasó del anonimato a ser un notable millonario de Boston en tan solo 6 meses. Se suponía que los ingresos provenían del intercambio de cupones de respuesta internacional. Ponzi prometía el 50% de interés (retorno) en inversiones de 45 días o “duplica tu dinero” en noventa días. Alrededor de cuarenta mil personas invirtieron cerca de 15 millones de dólares en total. Al final, sólo un tercio de ese dinero les fue regresado. Además de la trama Ponzi, ha habido otras tramas históricas similares.

Los esquemas Ponzi ofrecen a sus inversionistas grandes beneficios en un corto período de tiempo. El sistema puede funcionar a corto o largo plazo, todo depende de la cantidad de nuevos inversionistas que se integren al negocio.

Las características típicas son:

-promesa de altos beneficios en el corto plazo.

-obtención de beneficios financieros que no están bien documentados.

-dirigido a un público financieramente no informado.

-relacionado con un único promotor o empresa.


Es evidente que el riesgo de inversión de las operaciones que hacen uso de esta práctica es muy alto. El riesgo es cada vez más alto al crecer el número de suscriptores en el sistema, ya que cada vez existen más dificultades para encontrar nuevos seguidores.

Un Ejemplo Hipotético


Se crea una compañía de bajo capital que ofrece un retorno, en unos seis meses, de entre un 80% y un 100% de la cantidad que la persona invierta. Al principio son pocas las personas que participan, pero al poco tiempo de conocerse los resultados del negocio, más individuos deciden invertir. Mientras el sistema logre atraer nuevos inversionistas, seguirá subsistiendo durante un determinado tiempo y todos recibirán sus prometidos beneficios. El esquema llega a ser mucho más siniestro, ya que en ciertas ocasiones, puede durar unos pocos meses o, como en el caso de Pearlman´s, 20 años. Incluso peor, el mismo sistema puede alcanzar niveles transaccionales para poder seguir manteniendo con nuevos dineros sus altas utilidades.


Este negocio funciona siempre y cuando sus primeros inversionistas A, B, C inviertan sus dineros y reciban los beneficios gracias a que están recibiendo el dinero que invirtieron otros inversionistas, por ejemplo X o Y. En otras palabras, el sistema se mantiene con la condición de que los inversionistas nuevos crezcan en forma exponencial y puedan dar dinero para que éste sea recibido por los inversionistas que invirtieron antes que ellos.


Lo que permite que el sistema funcione en un principio y logre mantenerse un largo tiempo es que los primeros inversionistas reciban sus beneficios por parte del negocio. Mientras que algunos de estos inversionistas conservan su capital en el sistema, ya que éste les proporciona grandes beneficios, otros se retiran satisfechos, brindándole incluso buena propaganda al comentar sus ventajas. Si embrago, la estafa trata de evitar que se retiren los inversionistas, ofreciéndoles nuevos planes con mayor rentabilidad o, en algunas ocasiones, nuevos productos o servicios. Por ejemplo, se puede ofrecer la venta de refrigeradores, televisores, etcétera, a precios realmente bajos o iguales a los del mercado, lo que les aseguraría que la persona invierta en dicho producto, permitiendo que el dinero se mantenga en el sistema y muy difícilmente salga de él.


Finalmente, tres cosas pueden suceder:

1) los estafadores se escapan con el dinero y las utilidades del negocio.

2) el sistema colapsa por su propio peso, ya que la inversión baja y a su vez comienza a haber dificultades para pagar (cuando comienzan a tener problemas se corre el rumor y las personas comienzan a pregunta por su dinero, situación similar a cuando quiebra un banco).

3) el sistema es descubierto ya que las autoridades revisan los libros contables de la “compañía” y descubren que gran parte de las utilidades en realidad no existen.

Que es y que no es un Esquema Ponzi

· Un esquema piramidal es una forma de fraude similar, en cierto modo, a una trama Ponzi, basado como ésta en la desconfianza en la realidad financiera y en el ofrecimiento de una tasa de retorno extremadamente alta. Sin embrago, varias características distinguen las tramas piramidales de las tramas Ponzi.

· En un esquema Ponzi, el maquinador actúa como un punto central para las víctimas, interactuando con todas ellas directamente. En una trama piramidal, quienes reclutan participantes adicionales se benefician directamente (de hecho, el no reclutar, típicamente significa el no retorno de la inversión).

· Un esquema Ponzi declara basarse en algún método confidencial de inversión, conexiones con grupos que poseen información privilegiada, etcétera, y, usualmente, atrae a inversionistas adinerados. La trama piramidal declara explícitamente que el nuevo dinero será la fuente de pago para las inversiones iniciales.

· El esquema de pirámide está destinado a colapsar rápidamente, simplemente por causa de la demanda de incrementos exponenciales en el número de participantes para sostenerlo. En contraste, las tramas Ponzi pueden sobrevivir logrando que la mayoría de los participantes “reinviertan” su dinero con un número relativamente bajo de nuevos participantes,

· Una burbuja se basa en la credibilidad y el deseo de grandes beneficios, pero no es lo mismo que una trama Ponzi. Una burbuja involucra precios siempre crecientes (e insostenibles) en un mercado abierto (pueden ser acciones, precios de vivienda, el precio de los botones de tulipán, o cualquier otra cosa). En la medida en que los compradores estén dispuestos a pagar los precios siempre en alza, los vendedores pueden salir beneficiados. No se necesita un maquinador tras una burbuja (de hecho, una burbuja puede surgir sin fraude alguno; por ejemplo, los precios de vivienda en el mercado local pueden subir repentinamente, pero caer del mismo modo por la excesiva construcción). Usualmente se dice que las burbujas se basan en la teoría del “gran tonto”.

· Robar a Pedro para pagar a Pablo. Cuando las deudas han vencido y no hay dinero con qué pagarlas, ya sea por causa de la mala suerte o robo deliberado, los deudores usualmente hacen sus pagos pidiendo prestado o robando a otros fondos. Esto no se considera un esquema Ponzi, por el hecho básico de que no hay indicios de que al prestamista le fueron prometidas altas tasas de retorno bajo la afirmación de inversiones financieras inusuales. Tampoco hay indicios de que quien solicita el préstamo incremente la cantidad de éste para cubrir pagos a las inversiones iniciales.

Bernard Lawrence “Bernie” Madoff


Nacido el 29 de abril de 1938 en Estados Unidos fue presidente de una firma de inversión que él fundó en 1960. Ésta fue una de las más importantes en Wall Street. En diciembre de 2008 Madoff fue detenido por el FBI y acusado de fraude. El fraude alcanzó los 50 mil millones de dólares, lo que se convirtió en el mayor fraude de la historia llevado a cabo por una sola persona. El 29 de junio de 2009 fue sentenciado a ciento cincuenta años de cárcel.


Su empresa estuvo entre las cinco que impulsaron el desarrollo del Nasdaq y él mismo trabajó como coordinador jefe del mercado de valores.


El grupo incluía dos áreas separadas: Bernard Madoff Investment Securities LLC, con las funciones de corredor de bolsa (broker) y creador de mercado en acciones norteamericanas (market maker), donde trabajaba la mayoría del personal; y en el área de Investment Advisory, foco de todo el fraude. En esta última Bernard Madoff realizaba las inversiones para hedge funds como Fairfield Sentry, Kingate u Optimal (grupo Banco Santander). A pesar del éxito histórico en los resultados de los fondos manejados por su empresa, desde 1992 la gestión en su fondo recibió algunas críticas aisladas. Se descubrió posteriormente cómo los auditores de Mdoff formaban un pequeño despacho sin prácticamente personal.


En 1999 un gestor de inversiones experto en el mercado de derivados presentó una carta a la SEC americana en Boston denunciando y describiendo exactamente lo que al final pasó nueve años más tarde. La estafa consistió en tomar capitales a cambio de grandes ganancias que al principio fueron efectivas, pero que, años más tarde se evidenció, consistían en un desfondo histórico que se convirtió en una de las más grandes estafas.

Madoff, con fama de filántropo, no solo engaño a entidades bancarias y a grupos inversores, sino también a algunas fundaciones y organizaciones caritativas. Los afectados se agruparon en tres categorías: 1) bancos y aseguradoras; 2) banca privada y fondos; y 3) fundaciones y personas naturales. En una cuarta categoría se incluyeron otros afectados sobre los cuales no se pudo determinar la cuantía de lo perdido.
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A veces, el mercado laboral para los graduados universitarios no parece dispuesto a cumplir con las predicciones, la mayoría de ellas los lanzadas por los políticos. En un estudio reciente de “Antiguos Alumnos de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla”, en México, las especialidades tradicionales se encuentran mejor adaptadas a las demandas de mano de obra local que las opciones nuevas. Carreras tradicionales mostraron mayores niveles de empleo y de satisfacción en el trabajo. De Antiguos Alumnos de estas carreras también se indica un mayor nivel de congruencia entre el trabajo y la educación.

Estos resultados van en contra de al menos dos décadas de políticas públicas, no sólo en México sino en toda América Latina. A partir de la década de 1990, los políticos y gestores institucionales, inspirados en los informes de organismos internacionales como el Banco Mundial y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, bregaron por la diversificación de las principales ofertas basadas en la noción de que las opciones tradicionales están mal adaptadas a las exigencias de la nueva la sociedad del conocimiento. Estas políticas se basan principalmente en las predicciones para el futuro de las economías regionales. Los estudiantes fueron informados, alentados y en ocasiones presionados para evitar carreras como derecho, contabilidad, administración, medicina o ingeniería civil, y optar por nuevas posibilidades prometedoras como la nanotecnología, el turismo, la ingeniería ambiental o el diseño.

Sin embargo, estas políticas se han basado principalmente en supuestos sobre lo que podría o debería estar sucediendo en las economías regionales. Estudios de egresados han estado ausentes y la información sobre los mercados de trabajo es escasa. Ahora que estos datos comienzan a ser generados, las hipótesis acerca de los títulos saturados están siendo cada vez más cuestionadas.
Sistemas Cambiantes
Sobre la base de los nuevos datos, la conclusión lógica indica que la oferta de cursos debe ajustarse. La tendencia, sin embargo, no es tan simple como parece. Dos décadas de políticas basadas en el supuesto de profesiones saturadas han modificado los sistemas de educación superior en toda América Latina. En todos los países, los gobiernos han creado nuevas especialidades o nuevas instituciones. En varios casos, las decisiones de financiación se han hecho para fomentar nuevos títulos o para castigar a las universidades por ofrecer los tradicionales.

Además, el dinero ha sido asignado a los programas nuevos, a la contratación de profesores calificados y a la compra de equipamiento para crear opciones atractivas. En el caso mexicano, el gobierno federal, incluso optó por establecer completamente nuevos sectores público, como más de 80 universidades técnicas o, recientemente, 10 universidades interculturales. Todas estas instituciones se crearon con la misión visible de ofrecer alternativas a las opciones tradicionales saturadas.

Público y Privado

Al mismo tiempo, la introducción de límites a la inscripción para carreras tradicionales en las universidades públicas ha dado lugar a un corrimiento, a veces masivo, de los estudiantes para el sector privado. Estas universidades ofrecen fácilmente las opciones tradicionales a los solicitantes rechazados por el sector público. Varias de estas instituciones privadas cobran matrículas altas para las grandes carreras  tradicionales y lo pueden hacer porque los estudiantes, a pesar de las advertencias gubernamentales de que un título tradicional puede dañar seriamente el propio futuro, han “votado” con sus pies. Como resultado, en México, derecho, contabilidad y administración todavía constituyen el 30 por ciento de la matrícula nacional de licenciatura, tal como lo hicieron hace 10 años, pero más del 50 por ciento de los estudiantes de estas carreras ahora asisten a instituciones privadas.

Las razones del éxito 

La sostenibilidad de la demanda de carreras tradicionales en el mercado laboral mexicano se explica por una serie de razones. En primer lugar, la demanda del mercado laboral para los graduados universitarios de carreras tradicionales se ha mantenido constante. Esto es debido, quizás, a la posibilidad de que varios nuevos nichos previstos para el futuro, basados en la sociedad del conocimiento, nunca se materializaron. Además, las carreras de las ciencias o las humanidades preparan para la enseñanza o la investigación, pero la investigación sigue concentrada en unas pocas universidades públicas con escasos nuevos puestos de trabajo.

Además, varias nuevas opciones parecen ser demasiado especializadas, preparando a los graduados para puestos muy específicos como el ecoturismo. Para estas plazas, los graduados universitarios en gran medida compiten con egresados de carreras tradicionales cuyos títulos y calificaciones son más fácilmente reconocidos por los empleadores. En suma, las carreras tradicionales en América Latina parecen ofrecer una preparación más amplia y más flexible, no muy diferente de la educación general en los Estados Unidos. 

Basándose en los resultados de nuestro estudio, parece que las políticas y los cambios en el diseño del sistema en las últimas dos décadas han sido mal informados por los datos sobre la compleja relación entre la educación superior y el mercado laboral. En consecuencia, las instituciones públicas parecen ser menos propensas a preparar a sus graduados para satisfacer las demandas reales del mercado de trabajo, quizás incluso menos de lo que hace una década. Como tal, las políticas gubernamentales han tenido éxito en la diversificación de la oferta de educación superior, pero han sido muy ineficaces en el cambio de preferencias de los estudiantes o el mercado laboral para los graduados. Nuestros resultados sugieren que los estudiantes pueden tener una mejor idea de lo que exige el mercado que las autoridades, y que la simple introducción de nuevas carreras es poco probable que cambie la economía.
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La batalla sobre el arancelamiento en la UNAM (Universidad Nacional Autónoma de México) encuentra un eco en batallas previas pero al mismo tiempo refleja nuevas realidades de la educación superior y de la política en México. El 15 de marzo de 1999 el Consejo de la Universidad aprobó la norma general de pagos rompiendo una tradición de gratuidad para los alrededor de 300.000 estudiantes de la institución (que incluye aquéllos en el nivel preparatorio pre-universitario). En abril la UNAM se vio paralizada por una huelga de estudiantes, y otras huelgas de solidaridad se extendieron a otras instituciones. Durante semanas la huelga y temas relacionados con ella han aparecido en las páginas principales de los diarios de México. 

En un sentido, esto puede aparecer como mucho ruido sobre casi nada. La propuesta de Arancel aprobada, menor que la suma requerida por el Rector, es de sólo 68 dólares por semestre (51 dólares para el nivel preuniversitario. Esto es aproximadamente el 30% de lo que estudiantes de universidades públicas pagan en Estados como Durango y Nuevo León. Es sólo del 1 al 5% de lo que se paga en Universidades privadas y definitivamente menos del 10% de lo que muchos alumnos de la UNAM debían pagar en sus escuelas secundarias privadas. La mayoría de los alumnos de la UNAM pueden pagar el arancel con facilidad. Más aún, la nueva norma es tan laxa que cualquier estudiante puede obtener una excepción simplemente diciendo que los ingresos de su familia son muy bajos; la pena por dar falsa información es simplemente que el alumno pierde la excepción. El arancel tampoco haría gran diferencia en un presupuesto institucional que es el doble del del Ministerio de Gobierno (Ministerio del Interior) y aún más del doble que el de cada uno de los 31 Estados del país.

Pero hay mucho en juego. Tal vez la universidad más conocida de Latinoamérica, la UNAM, se ha convertido en un campo de batalla para la lucha sobre el arancelamiento en Latinoamérica y en el mundo. Aunque otras universidades públicas mexicanas –todas las universidades provinciales y la Universidad Autónoma Metropolitana que integra la UNAM en el distrito Federal- han impuesto aranceles en años recientes, la UNAM ocupa un lugar especial en la vida política y social de la nación. Aquí, el arancel ha sido resistido en varios ocasiones –con algunos Rectores liderando la lucha contra intentos del gobierno y otros proponiendo aranceles- y perdiendo sus trabajos en la protesta subsiguiente.

Los argumentos económicos y de equidad más importantes son los más familiares sobre quien paga y quien se beneficia. Los partidarios del arancel resaltan la inequidad de que el dinero de los impuestos de todas las clases sociales paguen por una educación superior que va mayoritariamente a estudiantes relativamente privilegiados de la clase media. La propuesta es: que aquéllos que puedan paguen, mientras que el resto sea exceptuado. Los que apoyan esta idea también resaltan las tasas de retorno privadas de la educación universitaria. Los críticos, por su parte, temen que el arancel se eleve una vez que el tabú sea roto. Algunos arguyen que cualquier arancel significará una carga intolerable para los estudiantes de bajos recursos y, por lo tanto, reducirá el acceso.

Sin embargo, son los argumentos políticos y sus ramificaciones lo más interesante en el caso UNAM. Los críticos están peleando no sólo contra un arancel modesto sino también lo que ven como una extensión de una agenda neoliberal, promovida por el Banco Mundial, en el corazón de las raíces culturales de México. Muchos alegan que el arancel traerá la “privatización” de la UNAM, elevando el poder del mercado y nociones de eficiencia sobre consideraciones académicas y responsabilidad del estado. A esto sus antagonistas denuncian un populismo absurdo que enmascara intereses individuales con una retórica revolucionaria, florida y anticuada. Un lado apunta al artículo 3 de la Constitución y su provisión de educación pública, mientras que el otro dice que el artículo no se aplica a la educación superior y que la misma constitución le da a la universidad el derecho de establecer sus propios aranceles. Los oponentes dicen que el arancel es un sustituto pobre y una vana distracción del problema mayor de los límites inapropiados en el financiamiento gubernamental, y el movimiento estudiantil reclama que la educación superior reciba un gran aumento en su parte PBI, del 7%. Quienes proponen un arancel dicen que el gobierno carece de la responsabilidad o habilidad de financiar a la UNAM y por lo tanto la calidad depende de la generación de alternativas de financiamiento.

Cuando los manifestantes estudiantiles de la UNAM incluyeron la democratización nacional en su agenda en 1968 se encontraron con una respuesta violenta del gobierno; desafiaban a un gobierno y a un sistema político autoritario, aunque compartivamente suave. Hoy, en cambio, México está experimentando una democratización significativa, y virtualmente todos los grupos políticos marchan debajo de la bandera democrática. En este caso, sin embargo, un lado -los opositores al arancel- pone a la democratización como su bandera central. Los proponentes del arancelamiento concentran sus análisis en otros puntos, indicando que se contribuirá a una nueva rendición de cuentas hacia la sociedad, que se fortalecerá las instituciones sociales y la sociedad civil, así como se reducirá la dependencia de la universidad con respecto al estado.

La Coalición Democrática Estudiantil ha denunciado el arancelamiento como autoritario y ha atacado su proceso de aprobación como careciente de transparencia, al señalar el hecho de que el consejo de la universidad se reunió fuera del campus por primera vez en su historia. De los 35 miembros ausentes, 28 eran representantes estudiantiles. Además, la Coalición considera al Consejo de la Universidad como ilegítimo porque el 70% de sus miembros no se eligen sino que son designados por la Junta de gobierno de la Universidad. La administración de la universidad contradice esto indicando que había notificación adecuada y por ello la mayoría de los miembros del Consejo asistieron. Además, la naturaleza democrática de la norma es verificada por el hecho de que fue aprobada de forma aplastante por los presentes; aunque las cifras varían, todo indica que los partidarios del arancel habrían tenido una clara mayoría incluso con todos los miembros del Consejo presentes. El voto positivo incluyó no sólo a representantes de campos tales como las ciencias económicas sino también a las humanidades y a las ciencias sociales.

Sin embargo, la Coalición ha exigido que la norma sea revocada, el Rector renuncie y se realicen debates públicos, seguidos por un plebiscito. El Rector ha aceptado está dispuesto a negociar sólo con la coalición. Un grupo de docentes de la universidad se ha ofrecido a mediar, hasta ahora sin éxito. Si el Rector tuvo la estrategia de reunirse fuera del campus para acelerar el proceso y evitar una confrontación política importante, es posible que haya pensado en el fracaso de su predecesor, una década antes, que había intentado promover el arancel y otras reformas lanzando un documento de propuestas  para abrir un amplio diálogo en la Universidad. En cualquier caso, incluso muchos que justifican el arancelamiento creen que ha equivocado la estrategia política, quizás comprometiendo otras reformas de la década pasada.

De nuevo, como en la década anterior, la iniciativa de un Rector ha dado vida al activismo estudiantil, que estaba moribundo en comparación con períodos anteriores. Los estudiantes conservan la energía de interrumpir y de bloquear o, por lo menos, de retrasar ciertas reformas. Ahora, sin embargo, la lucha política de la UNAM está fuera de un refrescante proceso político nacional. En el pasado, el agente externo dominante era el gobierno y su partido de gobierno oficial; sopesando las reformas, existe un costo de mantener un enfrentamiento con la clase media y el gobierno calculaba si ir hacia atrás con las reformas e incluso dejar caer “la cabeza” del Rector. Hoy, el Poder Ejecutivo es apenas uno entre muchos actores, y está bajo ataque, a la defensiva y vulnerable a una opinión popular cada vez mayor de que las cosas están fuera de control. El Ministro de la Educación se limita a declaraciones sobre cómo la UNAM no será privatizada. El Ministerio de Gobierno se considera debilitado por el desorden y esto dañó las aspiraciones presidenciales de su Ministro. El partido de gobierno de la nación está en una competencia feroz con el partido a la izquierda -que ejerce la Intendencia de la Ciudad de México- y otros partidos de derecha. El Congreso, antes un jugador insignificante, es hoy un foro prolongado de discusiones apasionadas sobre el arancelamiento. El partido derechista es propenso al arancelamiento, al igual que el partido oficial, pero exhibe algunas diferencias internas y mucha reticencia para no perder atractivo en el electorado. La izquierda ha tenido la postura más firme contra el arancelamiento. Fuera del congreso, los zapatistas rebeldes y su líder carismático, el Subcomandante Marcos, han tomado la ocasión para difundir su posición anti-autoritaria contra el arancelamiento.

El arancel toma así su lugar junto a otros temas políticos que se estén discutiendo en un ambiente político incierto, cambiante y que tiende a la democratización de México. El resultado de la batalla sobre el arancelamiento en la UNAM es relevante para la política mexicana (más allá de lo específicamente universitario) y también para la política de la educación superior en América latina y en el resto del mundo.

Nota de los autores: después de que este artículo fuera escrito, la administración de la universidad capituló a las demandas del estudiantado haciendo el arancel voluntario y amnistiando a todos los que protestaban. Sin embargo, la huelga se prolongó mientras los estudiantes radicalizados trataron de sacar más ventaja.
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La introducción de aranceles ha traído un largo debate en Alemania. Mientras la mayoría de los actores políticos y decisores institucionales querían imponer aranceles a la educación superior, varios grupos de actores sociales discrepaban sobre quien debía obtener los ingresos adicionales y por eso se bloqueaba la decisión política.

Los ministros de gobierno de los estados a cargo querían ahorrar dinero reduciendo la asignación presupuestaria a la educación superior en función de los ingresos provistos por el arancelamiento. Los Rectores rechazaron la idea y votaron en contra del arancelamiento en la medida en que los gobernantes estaduales no ofrecían garantías de que las instituciones pudieran invertir ese ingreso adicional, en particular para el mejoramiento de la calidad de la enseñanza. Políticamente, el Partido Social-Demócrata se oponía a la introducción de aranceles y los Demócrata-Cristianos la apoyaba.

Gradualmente los aranceles han sido introducidos en los márgenes del sistema de educación superior alemán. Primero, el arancelamiento fue efectivizado para la educación continua. Entonces, los estados alemanes empezaron a demandar aranceles para los alumnos inscriptos más de cuatro semestres adicionales al tiempo estándar. Los aranceles administrativos se incrementaban por cada semestre adicional.

La última enmienda a la Ley de Educación Superior de Alemania bajo el gobierno de la Coalición Social-Demócrata en el año 2002 incluyó una prohibición explícita del arancelamiento en los programas de grado. Seis estados alemanes  -todos gobernados por la Coalición Conservadora- iniciaron acciones ante la Corte Suprema, indicando la inconstitucionalidad de la prohibición federal a los aranceles por ser una interferencia a la autonomía presupuestaria de los estados en materia de educación superior.
En enero del año 2005 la Corte Suprema falló a favor de los estados alemanes, declarando la prohibición de los aranceles bajo la Ley de Educación Superior inconstitucional y permitiendo a los estados el cobro de los mismos. El debate controversial se intensificó. La decisión de la Corte pareció no sólo ser el inicio del fin de cualquier ley de educación superior que garantizara una sistemática uniformidad del sistema sino también la evidencia de un cambio de idea de la educación como un bien público hacia la idea de la educación como un bien privado.
La Reforma Actual

Poco después de la decision, varios estados anunciaron su intención de introducir aranceles. La idea general fue solicitar 500 euros por semestre en todas las carreras. La mayoría de los estados mantuvieron sus regulaciones previas sobre la educación continua y el cobro por exceso de tiempo de cursada. Adicionalmente, la mayoría de los estados están considerando la introducción de aranceles en los estudios de grado y posgrado. Pero hay diferencias considerables entre los 16 estados alemanes.
Todos los estados orientales de Alemania y Berlín, independientemente del partido en el poder, actualmente no planean introducir los aranceles. Ellos esperan tener una ventaja competitiva y por lo tanto ser capaces de atraer a sus instituciones aquellos estudiantes alemanes que quieren evitar el pago de aranceles. Adicionalmente Rhineland-Palatinate tampoco planea introducer aranceles. Los restantes nueve estados planean introducir aranceles de alrededor de 500 euros por semestre empezando en el año 2007. Sin embargo, difieren en sus regulaciones. Por ejemplo, Bremen sólo requerirá aranceles para los estudiantes que vivan fuera del estado. Hesse querría introducir aranceles pero primero necesita cambiar la constitución estadual que lo impide. Bavaria cargará aranceles diferentes por universidad y campo de estudios. En North Rhine-Westphalia, el gobierno permitirá a las universidades cobrar aranceles en el rango de 0-500 euros. Además en algunos casos se plantean regulaciones especiales para alumnos extranjeros y condiciones para ser exceptuado del arancel.
Consecuencias y Preocupaciones sobre el Acceso

Casi todos los estados alemanes (excepto Hamburgo) están planeando introducir aranceles para el año 2007. Mientras que las consecuencias reales se podrán examinar solamente en el futuro, hay un número de preocupaciones y de consecuencias anticipadas. Particularmente, se dice que la buena voluntad de la gente joven que viene de las familias de bajos ingresos para asistir a la educación superior puede sufrir impactos negativos. En términos de acceso, la situación va a llegar a ser aún más compleja. Tres aspectos se mencionan aquí: (a) la movilidad de los estudiante dentro de Alemania; (b) el reconocimiento de los certificados y de los logros obtenidos en otro estado alemán; y (c) la selección de estudiantes de las instituciones de educación superior.
Se espera que la diferenciación de aranceles obstaculice la movilidad de estudiantes dentro de la Alemania, dependiendo, de la institución universitaria y posiblemente de la carrera. Sin embargo, los estados alemanes del este que siguen una política de gratuidad se beneficiarán de una cierta migración del estudiantado de los estados que exigirán aranceles.
El establecimiento de un sector de la élite dentro del sistema educativo superior alemán en base a iniciativas para la “excelencia”, así como otras complicaciones, pueden llevar a una diferenciación de instituciones y aranceles, así como a la reducción de la movilidad intra-alemana. Se espera que las universidades que tienen éxito en las iniciativas pidan eventualmente aranceles considerablemente más altos que otras universidades.
Las universidades que se cuentan como parte del grupo de élite restringirán el acceso y aumentarán la selectividad. Otras instituciones seguirán este enfoque por temor a limitarse a los estudiantes rechazados como incompetentes por las universidades de la élite. Los principios de acceso libre y de estudiantes que eligen a sus universidades serían revertidos.
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El choque de Hugo Chávez con la educación superior venezolana es un vivo ejemplo actual de una historia de confrontación entre los regímenes de izquierda, populistas y la educación superior en América Latina. Estos regímenes suelen considerar al régimen vigente en las universidades como elitista y por lo tanto fuera de la revolución, mientras que las universidades suelen ver una pérdida peligrosa del control que restringe su libertad académica. Las relaciones fueron tensas desde la Revolución Mexicana de 1910 hasta la década de 1940. Izquierdistas del gobierno militar de Perú tuvieron una relación fría con la educación superior a finales de 1960. La coalición socialista de Salvador Allende enfrentó una fuerte oposición en la década de 1970 en Chile, aunque también disfrutando de un fuerte apoyo. La confrontación con los intereses de la universidad reapareció en Argentina en la década de 1970 con el peronismo y ya había surgido entre 1945 y 1955. En el caso de Cuba el gobierno totalitario tomó el control de las universidades en la década de 1960. Y, por supuesto, América Latina también tiene muchos ejemplos históricos de confrontación entre los regímenes de derecha (a veces militares) y la educación superior, pero esto no es una historia a la que hoy en día Venezuela se une.
Presidente desde 1998, Chávez ha transformado la educación superior del país. Los oficialistas encuentran los cambios consistentes con la orientación general de la Revolución Bolivariana, socialista, populista e indigenista. Los críticos encuentran los cambios consistentes con un ataque sobre la democracia, la autonomía académica y la calidad. Sin duda mucho se ha transformado, más allá de las evaluaciones diametralmente opuestas.

La transformación de la educación superior debe verse en el contexto general de la transformación política y socioeconómica del régimen de Venezuela,. Las políticas de Chávez han dividido a la izquierda, tanto fuera como dentro del país. La reciente película de Oliver Stone es una promoción, mientras que los socialistas democráticos a nivel internacional se han desencantado. La política exterior del régimen, apoyada por los ingresos petroleros, es marcadamente anticapitalista. Se ha aliado con países como Irán y Siria y naturalmente con sus homólogos regionales populistas de izquierda como Bolivia y Ecuador. Permitió a los rebeldes armados de Colombia refugiarse en el país. En la educación superior, la confrontación con la tradición de izquierda de la universidad nacional de Venezuela (Universidad Central) muestra la brecha interna. La oposición, dirigidas por los estudiantes, habla de una "tercera vía", tanto contra Chávez como contra la élite que gobernada previamente.

La UNIVERSIDAD BOLIVARIANA

El último capítulo de la saga de educación superior durante la era Chávez involucra la crítica de una nueva fórmula de financiamiento del gobierno de la educación superior pública. La base de la financiación será el tamaño de la matrícula (cantidad de alumnos). ¿Por qué el rector de la histórica universidad nacional critican este enfoque? Porque Chávez ha transformado el sector público a través de la creación y expansión de nuevas universidades. Por decreto se estableció en 2003 la Universidad Bolivariana, que ya tendría un enorme cuerpo de 180.000 estudiantes en 2006, con un objetivo declarado de un millón en 2009 (con 190 campus satélites). Incluso la inscripción en el año 2006 la convierte en una de las mayores universidades de América Latina. Cualquier cosa que la acercase a la meta proyectada, la haría la universidad más grande de América Latina. La universidad no sólo es gratuita, sino que también ofrece ingreso abierto. La falta de aranceles ha sido la norma en el sector público del país (y en América Latina) y ha habido en ocasiones políticas de admisión abierta en otros países (por ejemplo, Argentina), pero la política de admisión para la Universidad Bolivariana va más allá. También va claramente más allá de la política tradicional de Venezuela de acceso relativamente alto para los estándares de la región.

La Universidad Bolivariana es parte del conjunto de la "Misión Sucre" del gobierno de Chávez, que utiliza los programas sociales para ayudar a los pobres, indígenas y a la transformación social. Los críticos perciben en la Universidad Bolivariana, sin embargo, otro golpe hacia el control político, mientras que la universidad y sus defensores la defienden bajo argumentos basados en el pluralismo y la democracia.
SECTORES PÚBLICO Y PRIVADO PREEXISTENTES

Como podría preverse, las políticas de Chávez dañaron a los negocios del sector privado. El gobierno se refiere al interés público como contrapuesto al interés privado. Las escuelas privadas de los niveles educativos inferiores se sienten desafiadas y restringidas. En la educación superior hay un fuerte antagonismo con las universidades privadas. La Universidad de Santa Rita fue acusada de enseñar programas ilegales. En muchos lugares del mundo estos conflictos llevan a la negación de acreditaciones o a sanciones. Sin embargo, en Venezuela, la Universidad de Santa Rita ha sido nacionalizada en el año 2010. Ésta institución declaró que los motivos fueron estrictamente políticos. Sin embargo, la mayoría de las universidades privadas funcionan con gran continuidad. Un grado de autonomía privada tiene precedentes en la región en las dictaduras de Argentina de los 60 y 70 y de Brasil de los 60.

Además de la continuidad de las universidades privadas, las universidades estatales han mantenido un cierto grado de autonomía y continuidad. Esto quizás se debe a que Chávez no quiera dar otro paso que profundice la oposición de los sectores medios.

La confrontación reciente se debe más a una decisión gubernamental de reducir el peso de las universidades autónomas que a un ataque directo. La reducción de su peso se debe al crecimiento de las nuevas universidades alineadas con el gobierno. El sector privado, si bien no es directamente reprimido, también pierde peso relativo, pasando en cinco años de tener el 40% de la matrícula al 20%.

El gobierno de Chávez finaliza en el año 2012. Aún perdiendo el poder en ese año, lo cual es dudoso, es difícil saber qué aspectos de la educación superior permanecerán y cuáles se modificarán.
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Por qué un campus-sucursal puede ser insostenible
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La subdivisión de los campus está brotando en todo el mundo, como hongos después de una lluvia fuerte. Según el Observatorio de la Educación Superior, el número de sucursales universitarias ha aumentado en un 43 por ciento a un total de 162 entre 2006 y 2009 (Véase el artículo de Rosa de Becker en este número de IHE). Las definiciones son opacas, pero la descripción del Observatorio será suficiente: “Un campus-sucursal internacional es una entidad en el exterior de una institución de educación superior operada por la institución o mediante una empresa conjunta en la que la institución es un socio (en algunos países requiere que los proveedores extranjeros se asocien con una organización local), en el nombre de la institución extranjera. Si se aprueba el plan de estudios, que se realiza en el extranjero, los alumnos reciben un diploma de la institución madre.

Muchas de las setas que crecen sólo puede tener una vida útil limitada y algunas podrían ser tóxicas. Seamos honestos acerca de las sucursales universitarias. Con unas pocas excepciones notables, no son realmente universidades. Son, más bien, programas académicos pequeños, especializados y limitados que se depositan en alta mar para aprovechar un mercado percibido. No es sorprendente que los programas más populares que se ofrecen son en gestión empresarial y tecnología de la información, que tienen costes de instalación bastante bajos y una demanda mundial importante. Excepto en los casos de generosos anfitriones, como en el Golfo Pérsico, Singapur, y algunos otros lugares que ofrecen instalaciones e infraestructura, los campus externos son lugares espartanos, asemejándose a complejos de oficina en lugar de instituciones académicas.

La crisis de futuro del profesorado

Asegurar que los profesores de enseñanza en los planteles de la sucursal provienen de la universidad de origen tipifica tal vez el mayor problema de la sostenibilidad. En realidad, es difícil atraer a profesores de origen a campus de la sucursal durante un largo período. Así, los cursos se enseñan a menudo en módulos intensivos. ¿Sin docentes de la universidad de origen, la sucursal es parte de la misma institución? A menudo, los campus de la sucursal tienen profesores que carecen de una afiliación o experiencia en el campus de origen. Si el patrocinador es una institución estadounidense los esfuerzos se hacen para encontrar, como instructores, a estadounidenses en la región de la sucursal o en otros lugares ocasionales, que tienen experiencia de los EE.UU.. Del mismo modo, los administradores y demás personal no son con frecuencia de la institución patrocinadora.

La capacidad de atraer profesores del campus de origen a las sucursales ha sido socavada. Los profesores-investigadores senior se sienten reacios a dejar su trabajo, especialmente en las ciencias. Los más jóvenes perciben que la enseñanza en el extranjero no va a servir sus posibilidades de promoción. La preocupación por la educación de los niños, el empleo de los cónyuges, y otros asuntos de la familia también intervienen negativamente. Incluso en los casos donde se ofrece una remuneración adicional y otros beneficios, a menudo es difícil atraer a profesores en el extranjero. El problema se agrava con el tiempo. El número relativamente pequeño de profesores del campus de origen dispuesto a reubicarse está restringido y rápidamente se agota.

Replicar el Campus Principal

Las sucursales se caracterizan por ofrecer un plan de estudios limitado, generalmente en áreas que atraen a la matrícula general, requieren de una infraestructura limitada y son relativamente baratos para enseñar. Rara vez reflejan la universidad de origen en términos de instalaciones, la amplitud del plan de estudios o la experiencia de estudiar en la institución patrocinadora. Cuando los gobiernos, los acreditadores, socios en el extranjero, y los estudiantes se vuelven más diestros en sus metas educativas, pueden pedir la cosa "real" en las sucursales. Un caso interesante es el campus de la Universidad de Liverpool, emprendimiento compartido con la Universidad Jiao Tong de Xi'an en Suzhou, China. Centrado en la enseñanza, los socios chinos de Liverpool han solicitado que el campus se centre en la investigación, porque Liverpool es una universidad de investigación liderada por el Reino Unido. Será difícil para Liverpool replicar esto en China. En cuanto al programa de medicina de la Universidad Johns Hopkins en Singapur, las autoridades locales no sentían que estaban proporcionando los objetivos prometidos, dando lugar a la cancelación del programa.

Replicar los Estudiantes

Un campus, para proporcionar una educación equivalente a la forma en que se ofrece en la universidad de origen, debe tener, en gran medida, un alumnado coincidente en términos de selectividad y calidad. Especialmente para los más prestigiosas instituciones, como la de Cornell, Liverpool, Monash, y algunos otros, -el ejemplo de esto será difícil de sostener. Para las universidades de menor prestigio, el mantenimiento de un campus en el extranjero no será tan problemático. Estos problemas se tornarán más graves dada la mayor competencia por los mejores estudiantes de los países de acogida.

En algunos casos, el número de estudiantes disponibles puede llegar a ser impredecible a medida que se desarrollan más las sucursales, y las instituciones locales son inevitablemente mejoradas. Este problema, particularmente grave, es probable que se infiltre en la región del Golfo Arábigo, donde numerosas sucursales se han establecido y la población estudiantil regional va a tener muchas otras opciones con el tiempo. Algunas de las sucursales, con fondos de los gobiernos de acogida u otras agencias, ya se enfrentan a problemas de inscripción, y muchas de ellas operan al límite de la capacidad.

Cambio de las condiciones locales

El entorno de enseñanza superior se ha convertido en más fluido en muchas partes del mundo. La demanda de educación superior se expandió por el mundo en desarrollo, dando lugar a un gran número de estudiantes que van a estudiar al extranjero, así como una demanda significativa de sucursales universitarias en los países con inadecuada provisión nacional o en la calidad de las instituciones locales que se percibe como baja. En el futuro inmediato, la expansión se prevé fuerte debido a la demanda general para el acceso a las instituciones de élite y de masas. Pero a más largo plazo es más difícil de predecir. Muchos países, como China, están ampliando la capacidad local en todos los niveles, y sucursales universitarias pronto pueden ser menos atractivas. La India, que no ha permitido tanto la participación extranjera, puede estar abriendo sus puertas en breve. La India ha anunciado sus planes de expansión de sus instituciones, incluso creando más Institutos de Tecnología, que por primera vez estarán abriéndose a los estudiantes internacionales. En resumen, el futuro mercado de sucursales universitarias es difícil de predecir.

Riesgos y Peligros

Mucho no se sabe acerca de las sucursales universitarias. Las Universidades establecidas, en general, no consideran las consecuencias a largo plazo. El establecimiento de una sucursal no es una tarea fácil al principio, y es mucho más difícil con el paso del tiempo. La sostenibilidad debe ser una preocupación central a la hora de establecer un campus, pero hay poca evidencia de tal concepto. Y las perspectivas a plazo más largo en los países donde las sucursales se ponen en marcha no están claras. La sucursal puede ser el "sabor del mes", pero los escollos, con el consiguiente daño a la reputación académica, pérdidas financieras, y por supuesto un mal servicio a los estudiantes, es el germen de unas perspectivas importantes.
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La Corte Suprema de Brasil está a punto de decidir si la acción afirmativa se ajusta a la Constitución Nacional. En 2003, el Senado de la Universidad de Brasilia decidió reservar el 20 por ciento de sus lugares a candidatos BBI (negros, “brown pardo “ e indígenas, a partir del proceso de admisión 2004. Después de esta jugada, varias instituciones públicas de educación superior han adoptado programas de acción afirmativa, ya sea por decisión propia o como consecuencia de las leyes estatales. En 2009, el partido político derechista Demócrata presentó una demanda en la Corte Suprema de Brasil, alegando que la Universidad de Brasilia, con su sistema de cuotas raciales, viola no menos de nueve preceptos fundamentales de la Constitución. La decisión sobre este caso determinará el futuro de la acción afirmativa en Brasil. La prensa general y especializada publica artículos de opinión tratando de influir en la opinión de apoyar una u otra posición. Sorprendentemente, todos los artículos "prueban" que la acción afirmativa es o bien la liberación o la amenaza para todo el sistema brasileño de educación superior. 

EL SESGO INEVITABLE DE LOS EXÁMENES DE INGRESO
Brasil tuvo que esperar hasta principios del siglo 20 para ver sus universidades establecidas por primera vez. Ya en 1911, el ministro de justicia y asuntos internos aprobó una ley que determina que el acceso a las instituciones públicas de educación superior debía ser a través de un examen universal, que se conoció como vestibular, ya que los candidatos superaron a los lugares disponibles. Esta ley tenía la intención de introducir la equidad en el proceso de selección: en lugar de ser elegidos entre la élite, el mejor preparado sería admitido en un procedimiento democrático e imparcial que ofrece las mismas oportunidades a todos. Un siglo más tarde la mayoría de las instituciones sigue organizando sus propios procesos de admisión, aunque el Ministerio de Educación está tratando de implementar un examen nacional como el SAT de los Estados Unidos. Con los años, el público brasileño percibió el examen de ingreso a la universidad vestibular como un procedimiento de admisión justo y confiable. Sin embargo, los estudios han demostrado que incluso cuando las pruebas son cuidadosamente preparadas para depender más del razonamiento y la capacidad verbal que en la memorización, los candidatos de los sectores más ricos tienen más posibilidades de éxito. Un cierto sesgo en las pruebas es inevitable.
LA MEJOR EDUCACIÓN: K-12 (educación primaria y secundaria) PRIVADA Y EDUCACIÓN SUPERIOR PÚBLICA


Desde la década de 1990, la expansión del sistema de educación superior ha sido principalmente en las instituciones privadas con fines de lucro, instituciones de menor calidad. En la actualidad sólo el 25 por ciento de la matrícula  de 5.500.000 alumnos involucra a las instituciones públicas de mayor calidad, que son constitucionalmente impedidas de cobrar el pago de aranceles. Debido a la falta de inversión adecuada, la calidad de la educación pública K12 (primaria y secundaria) disminuyó drásticamente desde la década de 1960. Las costosas escuelas privadas primarias y secundarias, que explícitamente preparan a sus estudiantes para tener éxito en el examen vestibular de ingreso a las mejores universidades públicas, son las preferidas por los que pueden pagar ese costo. Como consecuencia, este modelo de examen se convirtió en un instrumento validado para la exclusión social: los lugares más codiciados en las mejores universidades públicas están ocupados en gran parte por los candidatos blancos de clase media y alta. Estudiar en las escuelas públicas se convirtió en un “Proxy” confiable para la clase social.


EL DEBATE SOBRE LA EQUIDAD 


La demanda para hacer que el examen vestibular de la universidad pública fuera más equitativo comenzó en la década de 1990. Después de la Conferencia Mundial contra el Racismo, celebrada en Durban en 2001, la presión sobre las cuotas para los estudiantes de escuelas públicas y de BBI cobró impulso. Pronto, el debate se expandió a la prensa y los círculos intelectuales de todo el país, y las discusiones fueron altamente polarizadas. Los movimientos sociales organizados, especialmente los activistas negros, exigieron cuotas raciales en todas las universidades públicas con argumentos de reparación histórica de un pasado de esclavitud y racismo. Sin embargo, los intelectuales que realmente confían en la imparcialidad del examen vestibular afirmaron que la aplicación de la acción afirmativa sería injusta para los candidatos que obtienen mejores resultados en las pruebas y, ciertamente, sería reducir el nivel académico de las universidades públicas. 

El tema más controvertido es si la raza se podría utilizar como un criterio de acción afirmativa. Debido a la radicalización del debate, las cuotas se convirtieron en un sinónimo de la acción afirmativa en Brasil. Varias universidades (algunas fuentes afirman que el 70% de todas las instituciones públicas de educación superior) hacer cumplir algún tipo de acción afirmativa, en muchos casos cuotas para las escuelas públicas. Mientras tanto el gobierno federal creó el Programa Universidad para Todos (ProUni), donde se conceden reducciones de impuestos a las universidades privadas si se reducen los aranceles a un número de estudiantes de escuelas secundarias públicas, entre ellos un porcentaje de BBI. Curiosamente, a pesar de que se benefició a 500 mil alumnos y en la práctica se implementaron cuotas para escuelas públicas y grupos raciales, este programa nunca fue sujeto a las fuertes críticas dirigidas a los programas de acción afirmativa en las universidades públicas. La elite brasileña, aparentemente, percibe las instituciones públicas de prestigio como sus zonas exclusivas.

CONFIABILIDAD DE LA SELECCIÓN

En cuanto a desempeño académico se refiere, los sistemas de cuotas puede admitir a estudiantes que no están del todo preparados para la educación superior de alta calidad. Informes anecdóticos confirman esto, aunque a menudo basados más en la ideología y opiniones previas que en datos confiables. Por el contrario, un amplio estudio reciente comparó los resultados académicos de la Unicamp, una institución universitaria en el estado de São Paulo de alto nivel, con los de la UFBA, la Universidad Federal de Bahía. Desde 2005, la primera adopta un sistema de bonificación para los estudiantes de escuelas secundarias públicas y para BBIS. La segunda (UFBA) tiene un sistema de cuotas, reservando casi la mitad de sus lugares a dicha población. Datos de la Unicamp mostraron que los estudiantes de las escuelas públicas que ingresaron con un bono en promedio se desempeñaron mejor que sus homólogos de las escuelas privadas. Esto significa que los estudiantes admitidos en el marco del programa de acción afirmativa, de hecho, estaban mejor preparados que los que sustituyen. En UFBA, como en cualquier sistema de cuotas, los candidatos que no fueron admitidos debido a la acción afirmativa tuvieron el menor rendimiento en el examen de ingreso vestibular. El rendimiento académico y la deserción escolar de los estudiantes admitidos en el cupo no es peor que la de los que tienen la clasificación vestibular equivalente en el período anterior a los años de cuotas.

Un gran número de estudiantes que ingresan a la educación superior, con la ayuda de programas de acción afirmativa en Brasil, provienen de escuelas secundarias de baja calidad. Sin embargo, esta política no significa que carecen de las competencias o de talento necesario para completar una educación superior de buena calidad. Teniendo las condiciones adecuadas, los mejores estudiantes de entornos desfavorecidos superan a sus compañeros después de uno o dos semestres en la universidad. Su tasa de deserción escolar puede ser más alta que el promedio en algunas instituciones, pero no superior a la de los otros candidatos que sustituyen. Como beneficio adicional, las instituciones más diversas, proporcionan un mejor ambiente para la educación.

Las verdaderas consecuencias institucionales y sociales de la acción afirmativa en Brasil siguen sin estar claras, porque la primera cohorte aún no se graduó. Independientemente de la decisión de la Suprema Corte, el éxito de la acción afirmativa en Brasil mostró que la selección de estudiantes con base únicamente en el rendimiento en una batería de pruebas está lejos de ser un proceso imparcial, democrático, justo y equitativo. El modelo de admisión, en su conjunto, debe ser revisado en los próximos años.
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Los esfuerzos para ahorrar dinero en la educación superior, especialmente en países en vías de desarrollo, están dando por resultado un daño severo a un elemento central de la enseñanza y el aprendizaje, el cuerpo docente. Las presiones para masificar la educación superior combinadas con la falta de voluntad o voluntad del estado para financiar a la universidad adecuadamente, la creciente participación del sector privado y la privatización de las universidades públicas y la diferenciación cada vez mayor del sistema académico, todo ello contribuye a la confusión sobre los roles y las funciones de las universidades en un nuevo contexto. Los países en vías de desarrollo, particularmente, se encuentran en esta contradicción. Enfrentados con demandas para incorporar cantidades cada vez mayores de estudiantes, y al mismo tiempo deseosos de crear universidades de alta calidad, las presiones para el acceso amplio se anteponen siempre a la calidad. Esta discusión se centra en el pequeño número de universidades orientadas a la investigación, los “buque insignia” del sistema, casi siempre públicas, que existen en países en vías de desarrollo, y sus desafíos para construir calidad en un ambiente difícil. Estas universidades, aunque sean pequeñas en número, son esenciales para el futuro de la educación superior, así como para el éxito de largo plazo de muchas economías.

El cuerpo docente es el recurso más importante para construir calidad y se ve presionado desde todas las direcciones. Se le pide a los miembros del profesorado que sean más productivos, lo que requiere generalmente una mayor carga de enseñanza. Se está “racionalizando” la administración “, generalmente debilitando la autonomía de la profesión académica y su papel en el gobierno. La remuneración, generalmente inadecuada, raramente sigue a la inflación, implicando la necesidad de miembros del profesorado de complementar sus ingresos con empleos adicionales. Dado estas circunstancias, es imposible mejorar el trabajo básico de la universidad, la enseñanza y del aprendizaje. Ni la eficacia administrativa ni la iniciativa privada puede substituir al compromiso pleno de un cuerpo docente talentoso

Un Ejemplo Africano


La Universidad de Makerere, en Uganda, es la institución académica “buque insignia” del país y antes una de las mejores en el África subsahariana. Ésta ha emprendido reformas importantes que parecen, en la superficie, racionales y apropiadas pero que de hecho están minando la profesión académica en la institución y están destruyendo su papel en la investigación. En pocas palabras, la universidad ha sido forzada a generar más ingresos debido a las reducciones del presupuesto del gobierno. Al mismo tiempo, la universidad ha estado bajo presión para incorporar a más estudiantes para ampliar las oportunidades de estudios. La educación superior privada también ha experimentado un crecimiento dramático en Uganda -como en muchos países-y las nuevas instituciones privadas han luchado para encontrar docentes para enseñar.
Makerere respondió a esta situación racionalmente, y se diría que con eficacia. Han animado a los miembros del profesorado a hacer consultorías y a generar recursos propios para sí mismos y para la institución. Algunos profesores han sido existosos en el trabajo para los organismos internacionales y algunos han construido relaciones con el sector privado. Otros docentes enseñan part-time en las nuevas universidades privadas . para obtener un ingreso adicional. Estas nuevas universidades a menudo se ubican cerca del campus principal para facilitar este pluri-empleo. En Uganda, como en otros países, el nuevo sector privado depende en gran medida de de los docentes de las universidades públicas ya establecidas. En este camino, el sector público subsidia al privado proveyéndole docentes que de otro modo no podrían contratar.

Makerere también estableció un Nuevo programa de enseñanza como un modo de generar ingresos y complementar el financiamiento estatal escaso. A los estudiantes que no calificaban en la admisión “regular” o simplemente no podían acomodarse por la limitada capacidad de acceso, se les ofrecía la admisión a un nuevo trayecto. Este trayecto se operaba principalmente a la noche, cargaba un arancel relativamente elevado y permitía a la universidad obtener un ingreso. Las clases eran dictadas por el cuerpo docente regular de la universidad que obtenía un ingreso adicional. Era una especie de campus-paralelo. La universidad cuenta ahora con dos trayectos de grado: uno barato y apoyado por el Estado, admitiendo la "crema" del alumnado, y otro generando ingresos y admisión de estudiantes que de otra manera no podrían tener cabida. Este programa ha tenido gran éxito, generando ingresos considerables y permitiendo a la universidad complementar los ingresos con fondos muy necesarios para las arcas institucionales.

Consecuencias


¿Qué significa todo esto? En el lado positivo, los académicos participantes son capaces de obtener ingresos suficientes para vivir. A estudiantes adicionales se les da acceso a los estudios, ya sea en las nuevas instituciones privadas o en el "doble trayecto" de Makerere. La concultoría ha dado ingresos adicionales y, en algunos casos, ha vinculado a la Universidad con las empresas emergentes en la sociedad. Makerere obtiene fondos adicionales que se pueden utilizar para comprar equipamiento, mantener las instalaciones y apoyar otros aspectos importantes no incluidos en el presupuesto del Estado. Muchos en Uganda y otros países han elogiado el éxito de la estrategia de generación de ingresos de la universidad.
Los costos, sin embargo, son sustanciales. El personal académico ya no tiene tiempo para llevar a cabo la investigación por estar simplemente demasiado ocupado con sus otras responsabilidades. La cultura de la institución, inevitablemente, pasó de la enseñanza y la investigación al criterio empresarial, tanto por parte de los académicos como de la propia universidad. La generación de ingresos cuenta más que la investigación, la enseñanza y las becas. Los que son expertos en el espíritu empresarial serán recompensados. Los tradicionalistas basados en el logro académico, la publicación en revistas de calidad, la focalización en temas de investigación relacionados con los intereses propios de un profesor científico, compitiendo por becas correspondientes a estos intereses, pasan a ser mucho menos relevantes. El cuerpo docente cada vez más no tiene ni el tiempo ni la motivación para publicar artículos o participar en la investigación sostenida.

La necesidad fiscal y el seguimiento del mercado, inevitablemente cambiará la naturaleza de la Universidad de Makerere. Ya no será una universidad en el sentido tradicional del término, sino que será un mercado impulsado por la maximización de ingresos para la institución, que proporciona las credenciales a un mayor número de estudiantes. Los profesores ya no cumplirán sus funciones tradicionales. Makerere, ha sido tradicionalmente considerada como el “buque insignia” de la universidad de Uganda, que aspira a relacionarse con las mejores universidades del mundo. Muchos de los académicos de Makerere participan en la comunidad científica internacional, asisten a conferencias científicas y de trabajo con sus colegas en otras partes. En el nuevo mercado impulsado por el contexto, dicha participación será cada vez más rara, con el foco puesto en lo local, con los académicos centrados en actividades generadoras de ingresos.

Los retos aquí descritos son comunes en África y en todo el mundo en desarrollo. El de Makerere es un buen ejemplo de esta tendencia, precisamente porque ha tenido tanto éxito en la creación de fuentes alternativas de ingresos. Si las instituciones académicas en los países en desarrollo aspiran a participar en la comunidad científica internacional y proporcionar a sus estudiantes una alta calidad académica, el nuevo espíritu empresarial hará esto muy difícil. Los recortes presupuestarios y la mercantilización tienen consecuencias,-entre ellas un profundo cambio en el papel de la profesión académica.

Meritocracia y Oligarquía en la Universidad

La desigualdad en el acceso también existe en la parte superior de la jerarquía económica, no sólo por el alto costo de asistir a las universidades privadas más prestigiosas (alta, incluso en relación con los ingresos de los padres de clase media-alta), sino también porque las decisiones de admisión dependen de manera significativa de la capacidad financiera de los padres para hacer donaciones a las universidades. Por ejemplo, un estudio ha demostrado que los regalos de los graduados a sus antiguas universidades se concentran extrañamente en el período en que los hijos están en edad universitaria. Mediante la comparación de diversas fuentes de datos, por otra parte, es posible estimar que el ingreso promedio de la los padres de los estudiantes de Harvard se encuentra actualmente cerca de $ 450.000, lo que corresponde al ingreso promedio del 2 por ciento superior de la jerarquía de ingresos de EE.UU
. Dicha conclusión no parece enteramente compatible con la idea de la selección basada únicamente en el mérito. El contraste entre el discurso meritocrático oficial y la realidad parece particularmente extremo en este caso. La ausencia total de transparencia en cuanto a los procedimientos de selección también debe tenerse en cuenta
. 

Sería un error, sin embargo, imaginar que el acceso desigual a la educación superior es un problema únicamente en los Estados Unidos. Es uno de los problemas más importantes que los estados sociales de todo el mundo deben enfrentar en el siglo XXI. Hasta la fecha, ningún país ha dado con una respuesta realmente satisfactoria. Desde luego, las matrículas universitarias son mucho más bajas en Europa si se deja fuera el caso del Reino Unido
. En otros países, como Suecia y otros países nórdicos, Alemania, Francia, Italia y España, las tasas de matrícula son relativamente bajas (menos de € 500). Aunque hay excepciones, como las escuelas de negocios y las Ciencias Políticas en Francia, y aunque la situación está cambiando rápidamente, esto sigue siendo una diferencia muy notable entre la Europa continental y Estados Unidos: en Europa, la mayoría de la gente cree que el acceso a la educación superior debe ser gratis o casi gratis, como en la primaria y secundaria
. En Quebec, la decisión de aumentar la matrícula gradualmente desde $ 2.000 a casi 4.000 dólares fue interpretada como un intento de avanzar hacia un sistema de estilo estadounidense no igualitario, lo que llevó a una huelga de estudiantes en el invierno de 2012 y, finalmente, a un cambio de gobierno y la anulación de la decisión.

Sería ingenuo, sin embargo, pensar que la educación superior gratuita resolvería todos los problemas. En 1964, Pierre Bourdieu y Jean-Claude Passeron analizaron, en Les héritiers, mecanismos más sutiles de la selección social y cultural, que a menudo hacen el mismo trabajo que la selección financiera. En la práctica, el sistema francés de "grandes escuelas" lleva a gastar más dinero público en los alumnos procedentes de entornos sociales más favorecidos, mientras que menos dinero se gasta en los estudiantes universitarios que vienen de orígenes más modestos. Una vez más, el contraste entre el discurso oficial de la "meritocracia republicana" y la realidad (en el que el gasto social amplifica las desigualdades de origen social) es extremo
. De acuerdo con los datos disponibles, el ingreso promedio de los padres de los estudiantes de Sciences-Po en París es actualmente de alrededor de 90.000 euros, lo que corresponde aproximadamente al 10 por ciento superior de la jerarquía de la renta francesa. El reclutamiento es por lo tanto 5 veces más amplio que en Harvard, pero sigue siendo limitado
. Carecemos de datos para hacer un cálculo similar para los estudiantes en las otras grandes escuelas, pero los resultados probablemente serán similares. 

No nos engañemos: no hay manera fácil de conseguir la igualdad real de oportunidades en la educación superior. Este será un tema clave para el estado social en el Siglo XXI y queda por inventarse el sistema ideal. Los altos aranceles ocasionan una inaceptable desigualdad de acceso, pero aportan una autonomía, una prosperidad y un dinamismo que constituyen el atractivo de las universidades estadounidenses en todo el mundo
. En teoría, debería ser posible combinar las ventajas de la descentralización con las de igualdad de acceso proporcionando a las universidades importantes incentivos financiados con fondos públicos. De alguna manera, esto es lo que los sistemas de seguro de salud pública hacen: a los productores (médicos y hospitales) se les concede una cierta independencia, pero el costo de la atención es una responsabilidad colectiva, asegurando así que los pacientes tengan el mismo acceso al sistema. Se podría hacer lo mismo con las universidades y los estudiantes. Los países nórdicos han adoptado una estrategia de este tipo en la educación superior. Por supuesto, esto requiere financiación pública sustancial, que no es fácil de encontrar en el actual clima de consolidación del estado social
. Esta estrategia es sin embargo mucho más satisfactoria que otros intentos recientes, que van desde la carga de los gastos de matrícula, que varían con los ingresos de los padres
, a ofrecer préstamos que van a recibir el reembolso de un impuesto adicional agregado al impuesto del destinatario
. 

Si vamos a avanzar en estos temas en el futuro, sería bueno empezar por trabajar hacia una mayor transparencia de la que existe hoy en día. En los Estados Unidos, Francia, y la mayoría de otros países, el discurso de las virtudes del modelo meritocrático nacional rara vez se basa en un examen minucioso de los hechos. A menudo, la finalidad es justificar las desigualdades existentes sin tener en cuenta los fracasos a veces patentes del sistema actual. En 1872, Emile Boutmy creó Sciences-Po con una misión clara en mente: “por la obligación de someterse a la regla de la mayoría, las clases que se hacen llamar “las clases altas” pueden preservar su hegemonía política sólo invocando los derechos de los más capaces. Como las prerrogativas de la clase alta tradicional se desmoronan, la ola de la democracia se encontrará con una segunda muralla, construida en los talentos eminentemente útiles, superioridad que ordena el prestigio, y las habilidades de las que la sociedad no puede sensatamente privarse a sí misma”. Si tomamos esta declaración increíble en serio, lo que significa claramente es que las clases altas abandonan la ociosidad e inventan la meritocracia por instinto de supervivencia y por temor al sufragio universal que les privaría de todo lo que poseían. Uno puede, por supuesto, atribuirlo al contexto político de la época: la Comuna de París acababa de ser reprimida y el sufragio universal masculino sólo se había restablecido. Sin embargo, la declaración de Boutmy tiene la virtud de recordarnos una verdad esencial: definir el significado de la desigualdad y la justificación de la posición de los ganadores es un asunto de vital importancia, y se puede esperar todo tipo de tergiversación de los hechos para justificar sus objetivos.
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El surgimiento (y los riesgos) de la educación gratuita en función de los ingresos

Alex Usher
Alex Usher es presidente de Higher Education Strategy Associates, Toronto, Canadá. Correo electrónico: ausher@higheredstrategy.com. 

Existieron en un momento dos amplias corrientes de pensamiento sobre los aranceles en la educación superior pública. La primera era bastante simple: que sea gratuita. Sin cargo en el punto de servicio, sin cargo nunca, sólo un beneficio universal… para aquellos con la suerte de ser admitidos (en general, los países con educación gratuita tienden a tener menos estudiantes porque hay menos dinero para acogerlos). La segunda corriente de pensamiento consistía en cobrar tarifas, pero se ofrecía una mezcla de préstamos y becas para aquellos que necesitaran ayuda para pagar la cuenta, generando así una discriminación de precios positiva: las familias más ricas pagan más que las pobres.

El problema con este último enfoque de los aranceles es que es complicado. Los estudiantes y sus familias saben que existe un precio oficial, pero no siempre conocen, o entienden, las subvenciones compensatorias. A veces estas son bastante grandes. En Canadá, por ejemplo, el valor total de becas y subsidios iguala más o menos al monto de los aranceles de los estudiantes nacionales, sin embargo muchos aún tienen la impresión de que los aranceles representan una barrera financiera importante. La educación gratuita puede ser un despilfarro en el sentido de que entrega subsidios a aquellos que probablemente asistirán de todas formas, pero es mucho más simple de difundir.
Un nuevo enfoque

Pero ahora, una “tercera forma” de arancel está emergiendo en el hemisferio occidental: se llama “educación gratuita en función del ingreso”. Esta forma toma la claridad del tono de la educación gratuita pero lo hace en función del ingreso. Primero apareció en el Reino Unido a finales de la década de los 90, cuando los aranceles en ese lugar fueron brevemente en función del ingreso (entre los años 1998 al 2005, los estudiantes de familias que tuviesen rentas menores a £20,000 no pagaban tarifas, mientras que aquellos que ganaban entre £20,000 a £30,000 pagaban la mitad de las tarifas). Es un enfoque que está ahora apareciendo en lugares tan lejanos como Fredericton, New Brunswick y Santiago, Chile.

En Chile, este enfoque fue accidental. La presidenta Bachelet llegó al poder el 2012 con la promesa de educación gratuita para todos los estudiantes universitarios chilenos, pero la reforma tributaria que supuestamente iba a pagar por esto terminó recaudando menos dinero del esperado (la caída del precio del cobre también jugó un papel). Al final, sólo quedó dinero suficiente para otorgar gratuidad a los estudiantes que provengan de los primeros seis deciles o alrededor de un tercio de todos los estudiantes.

En Canadá, el proceso ha sido más deliberado. A comienzos del año 2016, el gobierno de Ontario, en una mejora al sistema de subvenciones del gobierno federal (en Canadá, la ayuda la otorgan ambos niveles del gobierno trabajando principalmente de forma simultánea), decidió “reajustar” su complicado sistema de condonación de deudas y créditos fiscales hacia una garantía de educación gratuita para los estudiantes de ingresos bajos y medios. Las instituciones en realidad no fueron impedidas de cobrar aranceles, la cual bordea los C$6.500 en la mayoría de los programas; más bien, el gobierno se comprometió a pagar subvenciones iguales al promedio de aranceles en la provincia para cualquiera con un ingreso familiar bajo (aproximadamente) los C$50.000. Sobre esa línea, los estudiantes aún obtienen ayudas, en una escala progresiva, pero bajan hasta los C$1.800 en algún punto alrededor de los C$100,000 y luego desaparecen todos juntos al llegar a los C$160.000. El gobierno de New Brunswick ha seguido con programas similares: no sería una sorpresa ver a otros siguiendo los mismos pasos en la ronda anual de presupuestos provinciales.

Iniciativas estadounidenses

En Estados Unidos, la idea también se está poniendo de moda. Durante la campaña eleccionaria del 2016, Hillary Clinton propuso un sistema al estilo chileno, donde el gobierno federal otorgaría los fondos para los sistemas de educación superior estatales si estos acordaban detener el cobro de aranceles para estudiantes de familias con un ingreso menor a $125.000 al año (o aproximadamente 80 por ciento de la población estudiantil). Esa idea fue siempre un poco de “ficción” desde un punto de vista federalista: como muchos señalaron, nunca quedó demasiado claro como un grupo de subsidios federales podían garantizar cierto nivel de aranceles cuando éstos son controlados por el gobierno estatal. Sin embargo, aunque la propuesta de Clinton murió en el momento en que Pennsylvania eligió a Trump el 8 de noviembre, la idea continua resonando a nivel estatal, sobre todo en Nueva York, donde el gobernador Cuomo ha propuesto una forma de educación gratuita para cualquier persona que asista a City University of New York (CUNY, por sus siglas en inglés) o a State University of New York (SUNY, por sus siglas en inglés) y cuyas familias tengan ingresos inferiores a $125.000.

La oferta del gobernador Cuomo no es igual a la de la ministra Clinton –es más parecida al plan de Ontario que al plan de Santiago. Básicamente, él va a ofrecerles a los estudiantes de familias que se encuentren por debajo del umbral de los $125.000 el monto que sea necesario en ayudas para completar el total de lo que pagan por aranceles. Este pago, conocido como “Becas Excelsior”, será por tanto equivalente al arancel menos cualquier beca que el estudiante reciba de los gobiernos estatales o federales a través del sistema de ayudas Pell.

Si bien todas estas iniciativas tienen una línea en común, sus consecuencias a nivel de distribución son bastante distintas. En los casos canadienses, las ganancias se acumulan para los estudiantes con familias que reciben menos de $60.000; a las familias que ganan sobre los $100. 000 las deja en peor posición debido a la eliminación de los créditos fiscales que se usan para pagar el aumento en las ayudas. Algo similar ocurre en Chile, los beneficios recaen casi en su mayoría sobre los estudiantes con ingresos menores al promedio (aunque, aquí también, no es una ganancia del 100 por ciento, puesto que hay pérdidas compensatorias del reducido financiamiento de becas). Pero, en Nueva York, los beneficios de este fondo adicional van dirigido casi en su totalidad a familias con ingresos entre los $80.000 y $125.000, ya que los casos inferiores a ese arancel, en cierto modo, ya están cubiertos a través de becas. Así que la mayor parte del financiamiento está dirigido a una clase que nunca ha tenido mayor inconveniente o problema para pagar la educación superior (al menos en las instituciones públicas) desde un principio.

Lecciones políticas

La clave para lograr que la educación gratuita en función de los ingresos sea efectiva y eficiente radica en no marcar un umbral alto. Incluso el gobierno chileno, que en cierto momento estaba muy entusiasmado con la “gratuidad” para todos, ha llegado tardíamente a esta conclusión. Por razones de presupuesto, el gobierno se vio en la necesidad de limitar la reciente introducción de educación “gratuita” para estudiantes pertenecientes a los primeros seis deciles de ingresos. Este verano, el Ministerio de Hacienda de Chile publicó los costos estimados para la expansión del programa. Actualmente, el costo del programa completo será de 607 mil millones de pesos (alrededor de US$950M). Al agregar los próximos cuatro deciles aumenta el precio en cerca de 350 mil millones o en un 58 por ciento por cada decil. Es decir, la educación gratuita para todos costará más de 2 billones de pesos o tres veces más de lo que cuesta para los primeros seis deciles. Esta diferencia es igual al 1,5 por ciento del PIB. ¿Y para qué? El solo hecho de que cueste tanto es un reflejo de que la realidad es que la participación de estos grupos es ya tan alta que no necesitan ayuda del gobierno.

En resumen, a pesar de que la educación gratuita dirigida tiene mucho sentido, en realidad no necesita ser dirigida. Si la focalización se debilita, el programa se vuelve más caro y menos efectivo. El plan de Nueva York, claramente, sufre de poca focalización. El plan canadiense e -involuntariamente- el chileno están en gran parte correctos. Mientras más jurisdicciones experimentan con educación gratuita dirigida, será importante comprender estas lecciones.
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Educación superior gratuita: El malentendido entre igualdad y equidad
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El movimiento por la educación gratuita se ha expandido alrededor del mundo: desde el movimiento estudiantil en Chile el año 2013, al movimiento sudafricano #FeesMustFall el año 2016, hasta la decisión de abolir los aranceles en Filipinas el año 2017. La población en general, particularmente los estudiantes y sus familias, parecen creer que la eliminación de los aranceles mejorará el acceso a la educación superior, incluso (espacialmente) para los estudiantes de estratos socioeconómicos más bajos. Sin embargo, no existe evidencia de que la educación superior gratuita conduzca a un mejor acceso y éxito para los estudiantes o a mayor equidad.

Sistemas gratuitos desiguales
Cerca del 40 por ciento de los sistemas de educación superior en el mundo hoy en día se consideran a sí mismos como “gratuitos”. Sin embargo, las realidades ocultas detrás de la etiqueta de “educación superior gratuita” son muy diversas, y pocos países brindan una carrera que sea totalmente gratis para todo el que entre. De hecho, incluso los países que son considerados como totalmente “gratis” limitan la educación subvencionada solo al sector público. En estos países, cualquier estudiante que se gradúe de educación secundaria tiene garantizado un espacio dentro del sector de la educación superior pública gratuita. Argentina, Cuba, Finlandia y Noruega son algunos de éstos. Otros, concretamente Dinamarca y Suecia, incluyeron recientemente una restricción para cobrarles aranceles a los estudiantes internacionales.

Otros países han aumentado las tasas nominales, que se suponen deben cubrir los gastos administrativos, dejando los aranceles a costo cero. Este es el caso de Irlanda, donde las tasas nominales son más altas que los aranceles que fueron eliminados hace 10 años.

Sin embargo, la forma más común a nivel internacional para reducir la carga financiera pública y al mismo tiempo mantener la educación superior gratuita es limitar el número de vacantes subsidiadas por el gobierno. Estas medidas son particularmente importantes porque van en contra del razonamiento mismo que hay detrás del llamado por la educación superior gratuita: se restringe el acceso, a veces penalizando a los grupos más desaventajados. Algunos países, como Brasil y Ecuador, han establecido pruebas de ingreso estandarizadas para tener acceso a las instituciones públicas. Otros, principalmente países de la ex Unión Soviética y países África Oriental, implementan sistemas de doble vía, donde el gobierno solo financia a una cierta cantidad de lugares en el sector público, mientras que para entrar a otras es necesario pagar aranceles. Efectivamente, estos dos sistemas, donde los individuos que ingresan a los lugares gratuitos se eligen por mérito, generan el mismo tipo de inequidad, al favorecer a estudiantes de estratos socioeconómicos más altos.

En general, el concepto de educación superior gratuita es complejo e incluye muchas realidades. Cuan gratis sea la educación superior de un país depende de muchos factores, pero en muy pocas ocasiones garantiza un acceso total.

Acceso y éxito: Un estudio de caso latinoamericano

Para ilustrar el nexo entre el acceso y las políticas de cobro, particularmente las políticas de aranceles gratuitos, este artículo se basa en un grupo específico de países de Latinoamérica. Argentina y Brasil tienen educación superior pública gratuita, aunque el sistema argentino es abierto para todos, mientras que el brasileño tiene una restricción en tamaño a través de una prueba de ingreso estandarizada. Previo al año 2016, Chile tenía aranceles altos en los sectores público y privado, convirtiéndolo en uno de los sistemas más caros del mundo cuando se ajustaba al PIB per cápita. Comparar estos tres países es un ejercicio edificante, ya que su enfoque sobre el financiamiento de la educación superior es radicalmente diferente a pesar de que comparten circunstancias históricas, geográficas y culturales en común.

El año 2013, la tasa bruta de matriculados (GER, por sus siglas en inglés) para estos países fue de un 84 por ciento para Chile, 80 por ciento para Argentina y un 46 por ciento para Brasil. Chile obtuvo el mayor porcentaje de GER y sobrepasó a Brasil en casi 40 puntos porcentuales. Por tanto, las políticas de aranceles en sí mismas no necesariamente impiden la participación y el acceso casi universal se puede alcanzar en sistemas que tienen aranceles.

Pero la matrícula no es una medida suficientemente buena del acceso a la educación superior. El éxito se ha convertido recientemente en una parte integral de la investigación sobre el acceso en la educación superior y el desempeño del acceso de un sistema tiene que incluir la tasa de graduación. El año 2015, la tasa de graduación se estimaba en 60 por ciento para Chile, 31 por ciento para Argentina y 51 por ciento para Brasil. Dentro de esta medida, Chile se situó primero entre los tres países, con una tasa de graduación dos veces más alta que la de Argentina. Así como el acceso, el éxito en la educación superior no siempre está definido por las políticas de los aranceles y los países con educación gratuita pueden tener un desempeño bastante pobre.

Lo que estos ejemplos reflejan es que el acceso y el éxito en la educación superior no se definen por las políticas de los aranceles y que los países que tienen sistemas de educación gratuita pueden tener dificultades en estas áreas, mientras que los países que tienen aranceles altos sobresalen. Adicionalmente, un análisis de las encuestas socioeconómicas de estos tres países muestra que el acceso y el éxito en la educación superior son independientes de la situación socioeconómica de cada individuo en Argentina y Chile, mientras que el acceso es altamente dependiente de esta variable en Brasil. Sin embargo, todos los países sufren de una fuerte inequidad basada en el capital cultural de cada individuo. Esto sugiere que el costo no es la única ni principal barrera para el acceso e implementar la educación superior gratuita no conduce necesariamente a un mejor acceso, por tanto se derrota el argumento principal de sus defensores.

Implementar la educación gratuita

Más allá del impacto, las realidades detrás de la implementación de la educación gratuita son esenciales y se deben revisar al momento de considerar una decisión política. Los países que recientemente han decidido implementar la educación gratuita están enfrentando situaciones decisivas. En Chile, el gobierno está luchando por encontrar el financiamiento para implementar su política de educación superior gratuita para todos en los sectores público y privado. Como resultado, las restricciones sobre quienes podrían obtener educación gratuita llevo a que menos del 18 por ciento del cuerpo estudiantil obtuviera la gratuidad en educación superior el año 2016. Al mismo tiempo, la ley de educación gratuita recientemente promulgada en Filipinas está siendo criticada por los mismos individuos que lucharon por conseguirla, ya que argumentan que, en el formato que se encuentra en estos momentos, solo aumentaría la inequidad. Asimismo, el gobierno de Ecuador introdujo un examen de admisión cuando eliminó los aranceles y ahora se les culpa de impedir la democratización de la educación superior. Sin embargo, la eliminación del examen de admisión podría generar problemas de inequidad para un sistema que no está preparado para absorber una demanda adicional.

Implementar políticas de educación gratuita no es sencillo y estos ejemplos recientes muestran que las limitaciones que se observan en Brasil y Argentina, dos países que han sustentado la educación superior pública gratuita por décadas, pueden convertirse en realidades poco después de que se implemente el cambio. Más allá de la mera implementación, estas políticas necesitan ser consideradas a largo plazo ya que son extremadamente difíciles de cambiar; como el ejemplo alemán, donde, debido a la presión popular, desecharon los aranceles el 2014, a menos de diez años después de haberlos introducido.

Por lo tanto, la situación en países que recientemente han introducido políticas de educación gratuita debiese ser monitoreada para ver cómo ésta evoluciona y ver si los enfoques de liberación de aranceles son exitosos. Por ahora, los indicadores parecen mostrar lo contrario.

Conclusión

La educación superior gratuita es una realidad compleja. Para los legisladores, puede parecer una medida sencilla, ya que, después de todo, es simplemente una decisión presupuestaria y definitivamente un importante acto político. Sin embargo, implementar la educación superior gratuita no es solo costoso y enrevesado, sino que además no garantiza mejorías en el acceso y el éxito. Esto se debe mayoritariamente a que la educación superior gratuita no es una política específica; impacta a todos los individuos independientemente de si la necesitan o no. Si bien esta política es igualitaria, podría producir, y en muchos casos lo hace, inequidad.

Los ejemplos de sistemas gratuitos con problemas de equidad abundan a nivel mundial, pero los políticos continúan promoviendo la educación gratuita como una política social milagrosa. Sin embargo, ¿cuáles son las probabilidades de que una política funcione en un sistema sino funciona en los demás? ¿No deberíamos gastar más energía en establecer formas equitativas para ayudar a los estudiantes a pagar la educación superior, en lugar de negar lo que cuesta?
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Aumento de los aranceles para los estudiantes internacionales: las dos caras de la moneda
Daniel Sanchez-Serra Y Gabriele Marconi

Daniel Sanchez-Serra y Gabriele Marconi son analistas en la Dirección de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) para la Educación y Competencias. Las opiniones y los argumentos expresados en este artículo son exclusivos de los autores y no necesariamente reflejan las opiniones oficiales de la OCDE o sus países miembros. Correos electrónicos: Daniel.sanchezserra@oecd.org y gabriele.marconi@oecd.org. 
La existencia y el nivel de los aranceles son uno de los asuntos de debate más acalorados en las actuales discusiones sobre políticas en educación superior. Al menos diez países de la OCDE han implementado reformas en esta área desde el 2010. Sin embargo, encontrar el equilibrio perfecto no es fácil. Por un lado, los aranceles más altos contribuyen al mejor financiamiento de los sistemas de educación terciaria, especialmente en tiempos de presupuestos públicos restringidos. 

Sin embargo, en muchos países, cobrarles aranceles más altos a los estudiantes internacionales es menos controversial desde un punto de vista político. De hecho, en cerca de la mitad de los países de la OCDE, las instituciones educacionales públicas cobran aranceles diferenciados a estudiantes nacionales y extranjeros matriculados en los mismos programas. En Australia, Austria, Canadá, Nueva Zelanda y los Estados Unidos, los estudiantes internacionales pagan en promedio el doble o más de lo que pagan los estudiantes nacionales por los aranceles, mientras que en Dinamarca y Suecia, los aranceles se cobran exclusivamente a los estudiantes extranjeros que no pertenecen al Espacio Económico Europeo (EEA, por sus siglas en inglés). En niveles absolutos, la diferencia en los aranceles entre estudiantes nacionales e internacionales puede ser muy grande: en todos los países mencionados anteriormente (con excepción de Austria), la diferencia excede los US$8.000 dólares al año.

Para algunos países, la diferencia en los aranceles depende de factores geopolíticos que no coinciden exactamente con la distinción entre “nacional” y “extranjero”. Por ejemplo, en Estados Unidos, los estudiantes nacionales en general pagan los mismos aranceles que los estudiantes extranjeros si es que estudian en universidades públicas fuera de su Estado de residencia. Para las universidades privadas, en general no hay diferencia en el precio del arancel. Alternativamente, los estudiantes del EEA pueden estudiar en cualquier otro país de ese espacio y pagan los mismos aranceles que los estudiantes nacionales.

Las experiencias recientes en reformas a los aranceles pueden inspirar a otros países a buscar evidencia. Por ejemplo, en los últimos 15 años, Dinamarca, Nueva Zelanda, Suecia y, muy recientemente, Finlandia han introducido o modificado substancialmente los aranceles que cobran las instituciones públicas a algunos de sus estudiantes extranjeros. La evidencia de estas reformas (discutidas abajo) muestra que los estudiantes extranjeros están menos dispuestos a seleccionar un país anfitrión que tenga aranceles altos. No obstante, un número importante de estudiantes extranjeros continúa matriculándose, supuestamente atraídos por la percepción de calidad de la educación, las oportunidades laborales o las circunstancias de la vida en los países anfitriones. Estos estudiantes extranjeros, que se matriculan a pesar de los altos aranceles, pueden generar ganancias económicas considerables para los sistemas de educación superior anfitriones.
El aporte financiero de los estudiantes extranjeros

Las principales consideraciones de las reformas a los aranceles de los estudiantes extranjeros son financieras. El aporte que hacen los estudiantes extranjeros al financiamiento de los sistemas de educación nacionales se puede estimar multiplicando el número de licenciados y magísteres (o equivalente) por el arancel promedio que pagan. Este resultado luego se divide por el gasto total de las instituciones públicas y privadas en los niveles de licenciatura, magíster y doctorado (o equivalente), excluyendo investigación y desarrollo. El 2013, esta proporción, que da una idea del rol de los estudiantes extranjeros en el financiamiento de los sistemas de educación superior, varió desde más de un 25 por ciento en Australia y Nueva Zelanda hasta un 1 por ciento en Austria y Suecia.

El gran flujo de ingresos proveniente de los aranceles de los estudiantes extranjeros que se observan en Australia y Nueva Zelanda se debe tanto al alto número de estudiantes extranjeros que pagan aranceles como a los comparativamente altos aranceles que pagan (que exceden los US$14.000 dólares en ambos países). Por otro lado, los aranceles que pagan los estudiantes extranjeros en Austria son relativamente bajos (alrededor de US$11.700 dólares por estudiante por año, en promedio); en Suecia, la cuota de estudiantes extranjeros que pagaban aranceles más altos el 2013 fue relativamente bajo (los estudiantes matriculados antes de la reforma del 2011-2012 no pagan aranceles).

¿Cómo responden los estudiantes extranjeros?

Entre el 2004 y el 2014, tres países de la OCDE han implementado reformas que apuntan a cambiar los aranceles de los estudiantes internacionales. La evidencia de las reformas nacionales implementadas en Dinamarca, Nueva Zelanda y Suecia muestra que los aranceles y el número de nuevos participantes internacionales se relacionan fuertemente.

El 2006, Nueva Zelanda introdujo una política para incentivar a los estudiantes internacionales a seguir un programa de doctorado a través del subsidio de los aranceles, de forma similar a los estudiantes nacionales. La captación y retención de los estudiantes internacionales también se promovió a través de permisos para trabajar para ellos y sus parejas. Esta política demostró ser efectiva el mismo año de implementación, ya que el número de nuevos participantes internacionales en los programas de doctorado aumentó más del doble el 2006 y continuó creciendo constantemente desde el 2007 en adelante.

Por otro lado, Dinamarca (el 2006) y Suecia (el 2011) introdujeron aranceles para los estudiantes extranjeros de programas terciarios de ciclo corto (licenciatura, magíster o programas equivalentes). Si bien los estudiantes nacionales y los estudiantes de la EEA no tenían que pagar aranceles, los nuevos participantes que no pertenecían a la EEA tenían que pagar más de US$11.000 dólares en Dinamarca y más de US$13.000. El año en que la reforma se hizo efectiva, el número de estudiantes nacionales y de la EEA aumentó en ambos países, mientras que el número de estudiantes internacionales cayó en un 20 por ciento en Dinamarca y más aún en Suecia con un 80 por ciento.

Aranceles más altos para los estudiantes extranjeros: ¿todo bien?

Los datos disponibles muestran que los estudiantes extranjeros pueden financiar una gran parte de los gastos de un sistema de educación terciaria. Se les ha llamado las “vacas lecheras” de la educación terciaria, en esta publicación y en otras fuentes con autoridad. Esto ha motivado a muchos gobiernos a cobrarles mayores aranceles a los estudiantes extranjeros que a los estudiantes nacionales.

Sin embargo, los estudiantes internacionales pueden darse el lujo de ser selectivos: están dispuestos a trasladarse y tienen muchas opciones. La evidencia disponible muestra que el número de estudiantes internacionales puede bajar significativamente luego de un aumento en los aranceles.

Una reducción en la cantidad de estudiantes internacionales puede potencialmente dañar un sistema de educación terciaria, ya que los estudiantes internacionales no sólo traen consigo sus aportes financieros, sino que también una diversidad de perspectivas y culturas que mejoran la experiencia educacional de todos los estudiantes. La discriminación por nacionalidad también puede dañar la experiencia de los estudiantes al crear división entre ellos.

Tal vez por estas razones, algunos meses atrás, los estudiantes nacionales e internacionales enrolados en la Universidad Libre de Bruselas y en la Universidad Católica de Lovaina, en Bélgica, protestaron fuertemente en contra de los planes de aumentar los aranceles a los estudiantes internacionales -estas protestas tuvieron éxito. Cobrar aranceles a los estudiantes internacionales puede ser una herramienta para fortalecer el financiamiento de la educación terciaria, pero los gobiernos deben tener en cuenta que esta herramienta es esencialmente una espada de doble filo.
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El reciente conjunto de reformas presupuestarias propuestas por el gobierno federal australiano solo complicará los problemas actuales de financiamiento que experimenta el sector de la educación superior. Algunos de los peores recortes propuestos por un ex ministro ahora han sido descartados, un reconocimiento de que nunca obtendrían la aprobación del parlamento. Sin embargo, es difícil estar en desacuerdo con la conclusión del rector de una importante universidad australiana en que, si bien se evitó dicha crisis, el conjunto actual de propuestas representa otra oportunidad perdida para financiar adecuadamente la educación superior.

El financiamiento gubernamental al sector en Australia cayó un 4 por ciento durante la década 1996- 2006, mientras que los datos de la OCDE revelan que el financiamiento para la educación superior en los países miembros ha aumentado en un promedio del 49 por ciento durante el mismo período. Se esperaba en el sector de la educación superior que el nuevo primer ministro, un supuesto reformador que en su campaña tenía como tema principal la necesidad de que la nación priorizara la ciencia y la innovación, recaudara fondos para la educación superior y la investigación. Con al menos dos premios Nobel en medicina en los últimos tiempos y grandes logros a nivel internacional en diversos campos como la tecnología fotovoltaica, la biotecnología y la informática cuántica, se podría esperar razonablemente que el gobierno revertiera los recortes de fondos anteriores, financiara adecuadamente al sector y cumpliera las promesas anteriores de apoyar el costo total de la investigación. Las principales universidades de investigación intensiva del "Grupo de las Ocho", las que constantemente obtienen la mayor parte del financiamiento para investigaciones, se habían quejado durante mucho tiempo de que los gobiernos sucesivos no financiaban los costos totales de la investigación, lo que significaba mayor presión en sus presupuestos de investigación.

Las reformas propuestas

A pesar de estas expectativas razonables, el sector se sentía tristemente decepcionado por las medidas propuestas que, en lugar de corregir errores pasados, las complicaban. Una reforma clave fue restablecer el equilibrio entre la proporción de la deuda pública y privada que mantenía el esquema nacional de préstamos sujetos a ingresos. Según los acuerdos existentes, los estudiantes son responsables del 42 por ciento del costo de su título, una cantidad que se activa solo si los estudiantes cumplen con algunas condiciones específicas: titularse, obtener un trabajo y ganar un monto superior al umbral de ingresos anuales. Una vez que se cumplen todas estas condiciones, los egresados pagan una modesta cantidad adicional de impuesto a la renta hasta terminar con la deuda. Bajo los nuevos acuerdos, los estudiantes pagarían más, contribuyendo con un 1,82 por ciento adicional cada año entre 2018 y 2021 hasta un total máximo de 7,5 por ciento. Esto significa que, a partir del año 2021, los estudiantes estarían pagando el 46 por ciento, en lugar del 42 por ciento, de los costos de sus títulos.

Aún está por verse si el cambio propuesto de la carga económica para los estudiantes disuade a algunos de matricularse, en particular a los aspirantes de los grupos más vulnerables de la sociedad. ¿Las reformas propuestas podrían provocar que la educación superior sea menos atractiva y tal vez incluso prohibitiva para algunos grupos de estudiantes, particularmente aquellos que estudian media jornada? El arquitecto del proyecto de financiamiento original estimó que no debería tener un gran impacto en la deuda estudiantil, agregando sólo alrededor de un año al tiempo que les toma los estudiantes pagar sus préstamos. Mucho más relevante es la reducción considerable del umbral de ingresos donde se inicia el pago de los préstamos –de $55.000 a $42.000- aunque los recortes del índice de recaudación de la deuda del 4 al 1 por ciento significaría que los efectos en la mayoría de los estudiantes serían relativamente menores. Además de los cambios en el plan de préstamos estudiantiles, las universidades recibirían un recorte directo de casi 400 millones de dólares australianos (384,2 millones de dólares australianos en dos años) en la forma de un "dividendo de eficiencia" para el Commonwealth Grant Scheme. Esta denominada medida de eficiencia es un eufemismo oportuno para reducir el financiamiento y se suma al fracaso actual del gobierno en financiar los costos totales de la investigación. Si se implementa, los recortes propuestos representarían una disminución total de los fondos del gobierno de 2,5 por ciento en el 2018 y una reducción adicional de 2,5 por ciento para el 2019. Se ha calculado que el paquete completo reduciría los fondos públicos para el sector en casi $2 mil millones de dólares australianos durante cinco años a partir de 2016-2017. Cuando se combina con los cambios de la forma en que las ayudas universitarias serían indexadas, queda en claro que la intención es que las universidades reciban una menor cantidad de fondos por estudiante, por lo que necesitarían trabajar más con menos recursos. Claramente, ésta no es la solución del problema de financiamiento; de hecho, solo agravaría la condición que las universidades han estado languideciendo por algún tiempo.

Las anti-reformas

Abandonados en el actual conjunto de propuestas, estaban los peores elementos del anterior presupuesto desregulatorio para la educación superior de 2014- 15. Entre estas propuestas anteriores, había recortes de alrededor del 20 por ciento para el sector general, así como la introducción de una tasa de interés real en las deudas estudiantiles (actualmente atados sólo a la tasa de inflación). Las universidades también tendrían la libertad de cobrar cualquier monto escogido para los cursos de alta demanda. Algunos rectores (en su mayoría de las instituciones más ricas) que apoyaron la flexibilidad propuesta para cobrar montos más altos en algunos cursos, podrían haberse desilusionado en privado. Sin embargo, la gran mayoría del sector dio un suspiro de alivio porque estas medidas previas, que habrían debilitado gravemente la educación superior y la actividad nacional de investigación, fueron descartadas. Incluso si la eliminación de tales medidas era sólo una confirmación de que estaban condenadas al fracaso, dado que el parlamento nacional se había negado siempre a acceder a su cumplimiento, se evitó una posible crisis financiera.

Los problemas del éxito

Si bien, se evitaron los peores efectos de las propuestas anteriores, las nuevas medidas presupuestarias tampoco han logrado abordar el problema del financiamiento inadecuado. El problema es que las universidades australianas han tenido demasiado éxito y están siendo castigadas por ello. Al transformarse en los principales motores de ingresos de exportación, con un ingreso en conjunto de $20 mil millones de dólares australianos anuales provenientes de los aranceles de los estudiantes extranjeros, las universidades han llegado a ser consideradas por el gobierno como las gallinas de los huevos de oro para ser explotadas a voluntad. Más "dividendos de eficiencia" y un continuo fracaso en el financiamiento del costo total de la investigación solo provocarán que las universidades busquen ganar más con los estudiantes extranjeros, con el fin de compensar la disminución de los fondos estatales. Al menos un rector respondió con la hipótesis de que al matricular a más estudiantes extranjeros se reemplazarían a los estudiantes nacionales. Dicho argumento no ha sido planteado como parte del debate nacional sobre la educación superior en el pasado. Sin embargo, el hecho de que una de cada cuatro matrículas de educación superior (una de cada tres en algunas de las principales universidades) es extranjera (la tasa más alta de cualquier sistema importante en todo el mundo) podría encontrarse, por primera vez, con una resistencia popular. Aunque se evitan los peores elementos de las propuestas anteriores, el conjunto actual de los "dividendos de eficiencia" propuestos transfiere una mayor parte de la carga financiera de los préstamos del Estado a los propios estudiantes. Además, los cambios a los mecanismos de financiamiento mediante subvenciones no logran abordar esta perspectiva y sólo se suman al fracaso de larga data de financiar adecuadamente el sector.
� Esto no quiere decir que Harvard recluta a sus alumnos exclusivamente entre el 2 por ciento más rico de la nación. Simplemente significa que la contratación por debajo de ese nivel es suficientemente rara, y que el reclutamiento entre el 2 por ciento más rico es lo suficientemente frecuente como para que el promedio sea ese.


� Estadísticas tan básicas como el promedio de ingresos o la riqueza de los padres de alumnos en varias universidades de Estados Unidos son muy difíciles de obtener y están poco estudiadas.


� Los aranceles máximos que se cobran en las universidades británicas se incrementaron de 1,000 libras esterlinas en 1998, a 3.000 en 2004, y 9.000 en 2012. La proporción de los gastos de matrículas en los recursos totales de las universidades británicas en 2010 es casi tan alta como en la década de 1920 y cerca del nivel de EE.UU.


� Baviera y Baja Sajonia decidió a principios de 2013 eliminar la matrícula universitaria de 500 euros por semestre y ofrecer una educación superior gratuita al igual que el resto de Alemania. En los países nórdicos, la matrícula no es más que unos pocos cientos de euros, como en Francia.


� Uno encuentra la misma redistribución de abajo hacia arriba en la educación primaria y secundaria: en los estudiantes de las escuelas primarias y secundarias más desfavorecidas se asignan a los maestros menos experimentados y menos capacitados y, por tanto, reciben menos dinero público por niño que los estudiantes en las escuelas más favorecidas. Esto es más lamentable si se considera que con una mejor distribución de los recursos en el nivel primario se reduciría en gran medida la desigualdad de oportunidades educativas.


� Al igual que en el caso de la Universidad de Harvard, este ingreso promedio no significa que Sciences Po recluta exclusivamente entre el 10 por ciento más rico de las familias. Véase el apéndice técnico en línea para la distribución del ingreso total de los padres de los estudiantes de Ciencias Políticas en el período 2011-2012. En el siglo XXI, y el sistema ideal todavía no se ha inventado. Las tasas de matrícula no solo crean una desigualdad inaceptable de acceso, sino que también fomentan la independencia, la prosperidad y la energía que hacen a las universidades de Estados Unidos la envidia del mundo.


� Según las conocidas clasificaciones de Shanghai, 53 de las 100 mejores universidades del mundo en 2012- 2013 estaban en Estados Unidos, en comparación con 31 en Europa (9 de los cuales estaban en Gran Bretaña). El orden se invierte, sin embargo, cuando nos fijamos en las 500 mejores universidades (150 de los Estados Unidos y 202 para Europa, de las cuales 38 están en Gran Bretaña).


� Tenga en cuenta, sin embargo, que en comparación con otros gastos (como las jubilaciones), sería relativamente fácil aumentar el gasto en la educación superior de los niveles más bajos (apenas el 1 por ciento de la renta nacional en Francia) a los más altos (2-3 por ciento en Suecia y Estados Unidos).


� Por ejemplo, la matrícula en Sciences-Po se extiende actualmente desde cero para los padres con el menor ingreso a 10.000 euros al año para los padres con ingresos por encima de € 200.000. Este sistema es útil para producir datos sobre el ingreso de los padres (que por desgracia ha sido muy poco estudiado). En comparación con la financiación pública de estilo escandinavo, sin embargo, un sistema de este tipo equivale a una privatización del impuesto sobre la renta progresivo: las sumas adicionales que pagan los padres ricos van a sus propios hijos y no a los hijos de otras personas. Se trata, evidentemente, en su propio interés, no en el interés público.


� Australia y Gran Bretaña ofrecen "préstamos supeditados a los ingresos" para los estudiantes de origen modesto. Estos no son pagados hasta que los egresados alcanzan un cierto nivel de ingresos. Esto equivale a un impuesto adicional sobre la renta a los estudiantes de origen modesto, mientras que los estudiantes de entornos más ricos recibieron regalos (generalmente libres de impuestos) de sus padres.
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